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Más sobre las políticas del “No” 
¿Por qué ceder la media cancha?

D
écadas de resistencia al neolibe-
ralismo nos pusieron a la defen-
siva. Acosadas, agredidas y bus-
cando preservar lo que tenían, 
las comunidades rurales apren-

dieron a rechazar proyectos que amenaza-
ban su patrimonio y sus territorios. Resis-
tencia que se combinó con reivindicaciones 
mínimas de salud, educación, ingreso… 

Desarrollaron así una estrategia reactiva. 
Una respuesta básicamente conservadora a 
los cambios impulsados por los gobiernos 
anteriores que hoy les impide ver las opor-
tunidades que ofrecen las renovadoras ini-
ciativas de la 4T.

Así, portavoces de las comunidades zapo-
tecas, chontales, mixes, ikoots y zoques del 
Istmo de Tehuantepec que, como ellos di-
cen, padecen “pobreza, violencia, desem-
pleo, falta de hospitales y escuelas”, exigen 
que el gobierno atienda estas demandas “an-
tes de pensar en un megaproyecto” como el 
transístmico (Alberto López. Alistan ampa-
ros contra el Corredor Interoceánico, El Uni-
versal, 23/6/19). 

En consecuencia, buscaron impedir la con-
sulta sobre un Programa de Desarrollo para 
el istmo que organizó el gobierno federal el 
30 y 31 de marzo, y decidieron ampararse 
contra el decreto del 13 de junio por el que 
se creó el organismo denominado Corredor 
Interoceánico del Istmo de Tehuantepec.

Es su derecho. Pero por qué contraponer 
la legítima exigencia de que se satisfagan 
necesidades puntuales, con la igualmente 
legítima participación en el diseño de un 
proyecto de desarrollo: un plan que inclui-
rá inversiones privadas (lo que no está mal 
si se controla su impacto socio ambiental), 
pero también propuestas de interés social 
que antes fueron frenadas por los gobiernos 
federal y estatal.

Uno de estas es la urgente intervención del 
sistema hidrológico del que depende la exis-
tencia de la etnia Ikoot. Establecidos en los 
municipios de San Mateo del Mar, San Dio-
nisio del Mar, San Francisco del Mar y una 
agencia de Juchitán, Santa María del Mar, 
los Ikoot son un pueblo de pescadores cuya 
vida se sustenta en el sistema formado por 
la Laguna Superior y la Laguna Inferior, co-
nectadas al mar,  y ríos como Los Perros que 
las alimentan de agua dulce. El cierre de la 
bocabarra Santa Teresa y la creciente con-
taminación del río, han ocasionado un serio 
declive de la captura de peces y moluscos, y 
con ello de la economía de los Ikoot. 

El problema tiene remedio, pero demanda 
obras importantes que deberían estar con-
sideradas en el nuevo Programa de Desarro-
llo de Istmo. Sin embargo, paradójicamente, 
una parte de los Ikoot han elegido oponerse 
al proyecto. 

Otro caso es el de los parques eólicos; una 
modalidad renovable y casi limpia gene-
rar energía eléctrica, que en el Istmo ha 
sido combatida debido a la forma invasora 
y excluyente como se implementó. Y uno 
se pregunta: si las comunidades istmeñas 
descubrieron que al maíz zapalote, por su 
baja talla, no lo tumba el viento, por qué no 
aprovechar ese mismo viento estableciendo 
parques eólicos comunitarios. 

Ya lo intentaron. En 2007 los comuneros 
de Ixtepec informados de que se pretendía 
construir ahí una subestación eléctrica, for-
mularon un proyecto de desarrollo que in-
cluía un parque eólico comunitario donde 
“cultivarían no la tierra sino el viento”. Para 
su diseño se apoyaron en Yansa, una fun-
dación estadounidense, y para la tecnología 
buscaron a Siemens. Sin embargo el proyec-
to dependía de los permisos de la CFE y la 
Secretaría de Energía, quienes en 2012 le 
cerraron las puertas y dieron las adjudica-
ciones a trasnacionales como Green Power 
(José Gil Olmos, Pedro Matías, Marta Moli-
na y Paulina Ríos, La falsa ilusión de los `mo-
linos de vientó , Proceso  n. 2225, 23/06/19). 

Aun así, los comuneros se ampararon contra 
la CFE y han seguido insistiendo. El 1 de fe-
brero de 2019 el presidente López Obrador, 
canceló las subastas y licitaciones eléctricas 
que privatizan la generación. Así que es el 
momento de retomar el proyecto de parques 
eólicos comunitarios. Pero al grito de “No a 
las eólicas, que son proyectos de muerte”, al-
gunos istmeños se excluyen de un proyecto 
socialmente incluyente y plausible en térmi-
nos de conversión energética.      

No todos caen en la trampa de la autoexclu-
sión. Los ambientalistas más consecuentes 
e informados señalan los riesgos ecológicos 
de algunos proyectos de la 4T. Pero no se 
erigen en profetas del “No” y acompañan 
sus críticas con propuestas. El Centro Uni-
versitario para la Prevención de Desastres 
(Cupreder) de la Universidad de Puebla, por 
ejemplo, fue uno de los primeros en cuestio-
nar el PIM. Pero a diferencia del Frente de 
Pueblos en Defensa del Agua, plantea opcio-
nes. Así lo expone Aurelio Fernández: 

“Me preguntaron: ¿se puede conciliar la 
conclusión de la obra del PIM con la solu-
ción de los riesgos que conlleva? Sí, digo, a 
condición de cumplir con estos requisitos: 
No hacer ramales de gas, usarlo únicamen-
te en la generación de energía en Huexca; 
revisar en detalle el trazo del ducto […]; 
garantizar la reacción al transportar el gas 
durante un evento volcánico peligroso; ga-
rantizar el cuidado del ducto en relación al 
robo de combustible; revisión del sistema 
de enfriamiento de las termoeléctricas; te-
ner cuidado de otros contaminantes produ-
cidos; y, un aspecto crucial, la conciliación 
con los actores sociales que han participado 
en este proceso a lo largo de muchos años”.

Y lo mismo el Tren Maya. El año pasado 
Víctor Toledo, hoy secretario de medio am-
biente, escribió en un artículo publicado en 
La Jornada que los efectos del Tren Maya: 
“dependerán del juego de fuerzas políticas, 
económicas y culturales que desencadene 
[…] Para que sea la realización de un sueño 
y no una pesadilla debe inscribirse en un 
Plan Maya por la Vida en toda la región […] 
Ello supone la participación articulada de 
los gobiernos federal, estatales y municipa-
les, y de estos con las comunidades, pueblos 
y ciudades. Dicho Plan, que debe encabe-
zar el nuevo gobierno, debe reconocer este 
“conflicto civilizatorio”, ponerse del lado 
correcto y realizarse con la colaboración no 
solo de los pueblos mayas sino de los acadé-
micos, investigadores y técnicos, las organi-
zaciones conservacionistas y las empresas 
sociales y privadas de la región”.

El “No”, habitualmente acompañado de jui-
cios de amparo dirigidos a parar las obras, 
es una forma de autoexcluirse. Y si los pla-
nes de todos modos van -como irán-  al-
gunos de los actores sociales realmente 
comprometidos con la gente, pero que se 
opusieron sin más, quedarán fuera de la ju-
gada, que mientras los grandes empresarios 
si presionan para orientar los proyectos a 
favor suyo. Para los equipos llaneros jugar 
a la defensiva y ceder la media cancha es 
una mala estrategia. Y más cuando con la 
4T podríamos ir de gane.  

Aunque algunos los ven como amenaza, 
los planes regionales de desarrollo pueden 
ser la oportunidad para detener tendencias 
destructivas que vienen de atrás. Porque en 
muchos casos los territorios que defende-
mos están socio ambientalmente deteriora-
dos y urge emprender su recuperación. 

La Riviera Maya es un desastre; en Cancún, 
Mérida y Ciudad del Carmen la urbaniza-
ción salvaje es imparable; las carreteras 
fracturan el hábitat de la fauna peninsular; 
la laguna de Bacalar apesta; la soya trans-
génica amenaza a los apicultores yucatecos; 
los menonitas arrasan la selva… Entonces, 
el Tren Maya puede ser parte del reme-
dio o agravar la enfermedad. De nosotros 
depende.

Esa es la idea de López Obrador: “El Tren 
Maya implica una inversión de cuarenta 
mil millones -dijo el presidente en Tulum, 
Quintana Roo- Pero antes tenemos que or-
denar el territorio, ordenar el desarrollo 
porque ha habido mucho desorden, mucha 
anarquía, también abusos, despojos de tie-
rra. Hay que poner orden en eso”. 

Tomémosle la palabra. •

Víctor Manuel Toledo

Aurelio Fernández.

EDITORIAL
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La construcción de una 
nueva política para el campo

Héctor Robles

Hablamos de un cambio de modelo que se sustenta 
en las siguientes definiciones: 

1En contraste con la política 
de ventajas comparativas, 

que significó la importación cre-
ciente de alimentos, el presiente 
Andrés Manuel López Obrador 
establece la estrategia de au-
tosuficiencia alimentaria, la 
cual ofrece las ventajas de: pro-
teger al país ante los vaivenes 
del comercio internacional y 
las fluctuaciones incontrolables 
de los precios de los productos 
agropecuarios; asegurar el abas-
tecimiento de alimentos, para 
satisfacer las necesidades de las 
poblaciones locales; generar un 
sistema alimentario propio que 
considere no solo la producción 
de alimentos, sino también las 
actividades inherentes a ella, 
como son la transformación in-
dustrial, la actividad comercial, 
los servicios financieros, los 
servicios tecnológicos; ahorro 
de divisas; producir alimentos 
con cuidado al medio ambiente, 
y generar mejores condiciones 
de vida de los productores del 
campo. 

2El actual gobierno define un 
concepto amplio de autosufi-

ciencia alimentaria que va más 
allá de la capacidad de una na-
ción para proveer de alimento 
a sus ciudadanos por medio de 
la producción local. Por ello se 
propone disminuir las impor-
taciones de semillas e insumos 
que en 2017 representaron 1,773 
millones de dólares (agroquími-
cos, 734.4; fertilizantes, 1,039, 
y semillas, 413.2 millones de 
dólares) para transitar a mode-
los de producción sustentables y 
ampliar la oferta de bienes y ser-
vicios del gobierno federal a los 
productores rurales. 

3En contraste con las políticas 
productivas de corte neolibe-

ral que favorecieron a los gran-
des productores con subsidios 
y financiamiento de carácter 
productivo, la cuarta transfor-
mación pone en el centro de 
atención a los sujetos colecti-
vos rurales; pequeños y media-
nos productores y a la población 
indígena. El gobierno de Andrés 
Manuel López Obrador reconoce 
que, a pesar de todo el embate de 
los gobiernos en los pasados 30 
años, la propiedad de ejidos y co-
munidades representa la mitad 
del territorio. Si le agregamos la 
propiedad de la tierra de los in-

dígenas en sus distintas modali-
dades, suma alrededor del 70% 
del territorio nacional. 

4Otro paradigma con el que 
rompe el nuevo gobierno es 

que deja de ver a los pequeños 
y medianos productores como 
improductivos y por lo tanto 
solo sujetos de la asistencia so-
cial. Por el contrario, lo primero 
que reconoce este gobierno es 
que nuestra estructura produc-
tiva descansa en los pequeños 
y medianos productores, que 
representan el 90% de los pro-
ductores nacionales. Este sector 
genera la mitad de la producción 
nacional, contrata más del 60% 
del empleo pagado, es abaste-
cedor importante de materias 
primas para la agroindustria del 
país y mantiene la diversidad 
genética y alimentaria que dio 
lugar al reconocimiento por la 
Unesco de la comida mexicana. 
Ahora se propone retomar la 
visión positiva de este tipo de 
productores pues contribuyen a 
la seguridad alimentaria y a la 
nutrición, al tiempo que desem-
peñan otras funciones conexas 
en sus territorios. 

5Poner en el centro de la po-
lítica a los sujetos colectivos, 

pequeños y medianos producto-
res y población indígena requie-
re necesariamente acabar con el 
conjunto de los intermediarios 
del apoyo gubernamental que, 
en el mejor de los casos, mer-
maban los recursos destinados 
a estos grupos sociales. De esta 
realidad surge la propuesta de 
entregar los subsidios de ma-
nera directa, sin interme-
diarios, con lo que se combate, 
entre otras cosas, el clientelis-
mo, la utilización de los pobres 
como reserva de votos, la desvia-
ción de los recursos públicos, el 
abuso de comercializadoras de 
agroinsumos y el burocratismo. 
En contraste, se genera com-
promiso social con los recursos 
públicos, pues son estos sujetos 
sociales, en sus asambleas, quie-
nes avalan en qué se invierte y se 
responsabilizan de la buena apli-
cación de los apoyos públicos.

6Otro eje de la política hacia 
el cambio es la construcción 

de un Sistema Agroalimenta-
rio Justo, Saludable y Susten-
table. Para ello se conformó un 
grupo de trabajo de las Secreta-
rías de Salud, de Agricultura y 
Desarrollo Rural y el Instituto 
Nacional de Salud Pública, en-
tre otras instituciones. Particu-
larmente, la Sader, mediante la 
Subsecretaría de Alimentación 

y Competitividad, promueve la 
necesidad de producir alimentos 
mediante un sistema de agro-
ecología, disminuyendo el uso 
de insumos químicos y revalo-
rizando los sistemas de produc-
ción tradicionales, entre los que 
destaca la milpa. Combatir la 
obesidad y el sobrepeso impac-
tará positivamente en la calidad 
de vida de quienes la padecen 
y además representará grandes 
ahorros a las personas y al go-
bierno, pues se requiere invertir 
grandes recursos en la atención 
de enfermedades crónicas.

7Una acción más es un go-
bierno cercano a la gen-

te. El desmantelamiento de las 
instituciones públicas en estos 
últimos 30 años fue consistente 
y dio como resultado un aparato 
público totalmente atrofiado y 
con visiones sectoriales (cotos de 
poder) que no permitían articu-
lar las acciones de gobierno, más 
bien las enfrentaba en los terri-
torios. Ahora se construyen los 
Centros Integradores del Bien-
estar (CIB), donde se dará una 
atención integral a la población. 
Estos centros se ubicarán a una 
distancia de 7 kilómetros a la re-
donda (o una hora de camino a 
pie) de la localidad más alejada, 
con lo que se recupera la presen-
cia del Estado en los territorios y 
obliga a las distintas dependen-
cias a articular sus acciones de 
gobierno (enfoque territorial).

8También es signif icativo 
cambiar el modelo de revolu-

ción verde por un modelo agro-
ecológico. La revolución verde 
implicó: i) altos costos de pro-
ducción lo que significa pérdida 
creciente y sostenida de la renta-

bilidad de los agricultores, pues 
los precios de los insumos están 
vinculados al precio del petró-
leo, al tipo de cambio y a los mo-
nopolios; ii) altos costos ambien-
tales: deterioro y contaminación 
de suelos, agua y aire; pérdida 
de biodiversidad; iii) afectación 
a la salud humana: alimentos y 
agua con residuos de pesticidas, 
afectación a la salud de los traba-
jadores agrícolas; iv) favorece el 
control monopólico de nuestro 
sistema agroalimentario y pro-
mueve la dependencia alimenta-
ria; v) requiere un consumo in-
tensivo de agua y combustibles 
fósiles y ante el el calentamiento 
planetario, posee muy baja resi-
liencia climática pues causa una 
alta emisión de gases de efecto 
invernadero.

9Otro cambio significativo es 
acabar con la pulverización de 

la política pública. Solo para poner 
un ejemplo, el Programa Especial 
Concurrente tenía una estructu-
ra programática de más de 150 
programas y la población rural, 
especialmente la más pobre, solo 
recibía a lo mucho dos de ellos. 
Con los 25 programas estratégi-
cos del gobierno, se acabará con la 
duplicidad de las acciones de go-
bierno que favorecía a unos pocos 
(los intermediarios y los grandes 
productores), y ahora se enfocará 
en la población que realmente ne-
cesita el subsidio. 

• Con estos criterios, el Pro-
grama Producción para el 
Bienestar se transformó al 
incorporar en sus lineamien-
tos: acotar los apoyos hasta 
20 hectáreas, con lo que con-
virtió al programa en progre-
sivo de atención a pequeños 
y medianos productores; in-
corporar a 250 mil indígenas 
a su padrón, con lo ahora el 
32% de su padrón lo compo-
ne población indígena; pagar 
antes de las siembras, actual-
mente se tiene con orden de 
pago al 85% de los beneficia-
rios; al incorporar al PIMAF 
se acabó con la duplicidad de 
apoyos generando importan-
tes ahorros;

• Centrarse en los cuatro culti-
vos básicos: maíz, frijol, trigo 
harinero y arroz, y construye 
el Padrón Único de Benefi-
ciarios con predios georrefe-
renciados, lo que permitirá 
conocer cómo se encuentran 
distribuidos los apoyos. El 
Padrón podrá ser consultado 
por cualquier ciudadano. 

En conclusión, estamos hablando 
de una política transformadora 
para el campo que rompe drásti-
camente con 30 años de neolibe-
ralismo y retoma los principios y 
valores de la lucha de los revolu-
cionarios en nuestro país, espe-
cialmente de Zapata, a quien se 
honra al cumplirse los 100 años 
de aniversario luctuoso. •



20 DE JULIO DE 20194 AgriculturA

El campo en 
su encrucijada 

Gustavo Gordillo

En el campo enfrentamos dos 
posibles escenarios.

UN ESCENARIO 
INDESEABLE: 
LA DECADENCIA 
ADMINISTRADA 
En este escenario se mantiene la 
continuidad de las pasadas déca-
das en sus cuatro ámbitos centra-
les: la desconexión de las políticas 
sociales para el campo y de las 
políticas de fomento producti-
vo rural; la tendencia a favorecer 
con el gasto público a las regiones 
de agricultura más avanzadas; 
la fragmentación de las políticas 
orientadas a los pequeños produc-
tores y la ausencia de una política 
integral de protección y desarrollo 
de los recursos naturales. 

El supuesto central es que el di-
namismo de la agricultura co-
mercial lograría en el agregado 
compensar las importaciones 
de granos, y que las políticas de 
combate a la pobreza limitarían 
las movilizaciones antiguberna-
mentales en el campo. 

En este escenario aumenta la 
brecha entre la agricultura co-
mercial y la pequeña agricultu-
ra; se siguen deteriorando los 
recursos naturales y continúa la 
inercia de la política asistencial. 
Sin embargo, con un crecimien-
to económico similar al prome-
dio de los pasados 20 años será ́ 
difícil evitar explosiones espon-
táneas de descontento rural, por 
temas tanto sociales como pro-
ductivos y ecológicos. 

En este escenario se mantiene la 
tendencia que caracterizó a las 
políticas de la década de 1990 y, 
sobre todo, la misma teoría del 
cambio sustentada desde sus ini-
cios en un supuesto central: un 
fuerte crecimiento de la econo-
mía y un crecimiento del sector 
agropecuario y forestal por enci-
ma del crecimiento demográfico, 
reduciría la población rural de 
manera sistemática para ser ab-
sorbida por el dinamismo de las 
ciudades —desarrollo industrial, 
manufacturero y de servicios. El 
ideal sería entonces una pobla-
ción rural que constituyera entre 
el 5 y el 10 por ciento del total. 

Esta teoría del cambio enfrenta 
dos realidades incontrovertibles. 
Por un lado, el crecimiento de la 
economía se ha mantenido en 
niveles de casi estancamiento en 

las pasadas tres décadas —alre-
dedor del 2%, en promedio— y 
por otro, el crecimiento sectorial 
apenas ha sido superior al demo-
gráfico a causa, sobre todo, de la 
ralentización del crecimiento 
demográfico que pasó de 3.15% 
anual —con una población total 
de 38 millones de habitantes—, 
en 1960, a 1.29% anual —con 
un total de 127 millones—, en 
2015. El crecimiento de la eco-
nomía no parece que se incre-
mente de manera considerable 
en los próximos años; en cam-
bio, el crecimiento sectorial sí 
es probable que crezca, aunque 
modestamente. Los dilemas del 
empleo agrícola y no agrícola 
más las tendencias migratorias 
internas hacia ciudades medias, 
generarían importantes dilemas 
para las políticas rurales.

La segunda realidad, tan impor-
tante como la primera, es que 
esa teoría del cambio funcionó 
en el marco de una economía 
cerrada. La integración a los 
mercados mundiales, iniciada 
con la apertura comercial desde 
mediados de los ochenta con el 
GATT, y luego a partir de 1994 
con el TLC —y los demás acuer-
dos o tratados comerciales con 
Europa y otros países—, modifi-
caron sustancialmente el papel 
del sector agropecuario y fores-
tal hacia un modelo que ha pri-
vilegiado el mercado externo y 
las exportaciones. Desde luego 
que muchos de esos impactos 
se observan en el vigoroso di-
namismo de las exportaciones 
agroalimentarias; sin embargo, 
también aumentan las vulnera-

bilidades a partir de temas como 
las migraciones y las tendencias 
proteccionistas del gobierno 
estadounidense.

En este escenario, el papel prin-
cipal lo juega un agente externo 
—el gobierno de Estados Uni-
dos— con dos amenazas creí-
bles lanzadas desde la campaña 
electoral de Trump en 2016: la 
expulsión masiva de migrantes 
mexicanos -y ahora centroame-
ricanos-, y la renegociación del 
TLC bajo la alternativa de ame-
nazas comerciales usadas para 
obtener concesiones en otros ám-
bitos, como ya está ocurriendo. 

Este escenario se desarrolla-
ría en un contexto general de 
enfriamiento de la deman-
da internacional. El comer-
cio agroalimentario se está 
reconfigurando

con tres tendencias estructura-
les dominantes. La primera es 
el afianzamiento de un mundo 
multipolar o globalización frag-
mentada que incluye un debilita-
miento del papel de los acuerdos 
multilaterales y un potencial 
afianzamiento de acuerdos bila-
terales. La segunda tendencia es 
la creciente importancia de los 
productos intermedios en el co-
mercio internacional. Esto está 
acompañado por la emergencia 
de cadenas globales de valor y 
del comercio intra empresa. Fi-
nalmente, la tercera tendencia es 
hacia el proteccionismo vía medi-
das arancelarias y no arancelarias 
en el ámbito agroalimentario.

UN MEJOR ESCENARIO: 
RECONSTRUIR 
EL CAMPO
Este escenario comienza por 
cuestionar las dos creencias 
centrales de las políticas rurales 
desde mediados del siglo pasa-
do. Por una parte, una teoría del 

cambio que hace una falsa equi-
valencia entre modernización y 
descampesinización, lo cual im-
plicaba que las políticas públicas 
deberían favorecer a las ciudades 
como centros de atracción de una 
población rural redundante. La 
derivación de lo anterior fue una 
receta agudamente spenceria-
na que condenaba a los pobres 
del campo a seguir siendo tales, 
a menos que se desplazaran a las 
ciudades —en cuyo caso se vol-
verían pobres urbanos—, y que 
escogió como triunfadores a los 
grandes agricultores comerciales 
a través de un sesgo concentrado 
y concentrador en esas regiones 
con enormes subsidios regresivos.

La teoría del cambio que en-
carnaría este nuevo escenario 
partiría, por el contrario, de re-
conocer las grandes transforma-
ciones en el campo mexicano en 
los pasados 25 años. Revisando 
la estructura de ingresos de los 
hogares rurales en al menos la 
pasada década se reconoce el ca-
rácter multifuncional de los ha-
bitantes rurales, aun cuando las 
actividades agropecuarias, fores-
tales y de pesca siguen teniendo 
un papel importante en muchos 
de estos hogares, ya sea contri-
buyendo al ingreso monetario o 
garantizando un grado para su 
suficiencia alimentaria.

Lo anterior constituiría la base 
para el impulso de políticas rura-
les que fortalezcan el mercado in-
terno promoviendo la producción 
de alimentos, el desarrollo de em-
presas rurales, los diversos meca-
nismos de financiamiento rural 
bancario y no bancario, el adies-
tramiento de la mano de obra ru-
ral y la reducción de las carencias 
sociales, al mismo tiempo que 
impulsen las cadenas de valor en 
la agricultura más avanzada.

El eje de ese impulso estaría fin-
cado en dos ámbitos. Uno seria 
rompiendo la inercia institucio-
nal, la cual reproduce la división 

de funciones entre la política de 
protección social —administrar 
los programas antipobreza— y la 
política de fomento productivo; 
la inercia de los agentes y la iner-
cia de los “beneficiarios”.

Lo anterior se lograría a través 
de la articulación de una política 
social y una política de fomento 
productivo reorientando al gasto 
público en una estrategia de de-
sarrollo territorial a las distintas 
regiones y diseñando los subsi-
dios rurales sean progresivos.

Parecería que nos encamina-
mos hacia este segundo escena-
rio, gracias a que en el inicio del 
nuevo régimen encabezado por 
AMLO, los subsidios agrícolas 
son cada vez menos regresivos y 
el gasto público rural se ha cla-
ramente orientado a las zonas 
rurales más pobres. Pero este 
posible recorrido enfrenta una 
narrativa del actual gobierno que 
resulta inquietante. 

Se trata de la idea de transferir 
recursos hacia los pobres rurales 
sin “intermediarios”. Desde luego 
la experiencia de un enjambre de 
redes clientelares, asociaciones 
y “organizaciones” que crecie-
ron y multiplicaron alrededor la 
captura de recursos públicos que 
nunca llegaban a los supuestos 
beneficiarios establece sin duda 
un antecedente que debe ser evi-
tado. Pero es indispensable tam-
bién reconocer que eso ocurría 
como parte de una estrategia 
deliberada que buscaba desarti-
cular a las organizaciones rurales 
-sobre todo en el ámbito comuni-
tario- para reducir las demandas 
sociales desde la base y en cam-
bio garantizar lealtad política. Es 
importante distinguir que la na-
rrativa contra los intermediarios 
es un argumento en contra de 
las capturas de recursos públicos 
no en contra de las organizacio-
nes rurales. Porque si lo fuera no 
tendría ninguna diferencia con el 
famoso dictum de Margaret That-
cher: no existe tal cosa como so-
ciedad, solo existen individuos.

Tampoco deben confundirse las 
transferencias monetarias que 
son individuales -por más uni-
versales que se argumente que 
son- con los derechos sociales 
universales una de las demandas 
históricas de las izquierdas en el 
mundo. Los derechos sociales 
empoderan, es decir impulsan a 
los individuos a que se organicen 
desde la base.  Los programas de 
transferencias monetarias arti-
culadas desde las comunidades 
pueden en cambio convertirse 
en un poderoso instrumento 
que combata la fragmentación 
social y reconstruya los vínculos 
sociales en el campo, sentando 
las bases para lo que deberían 
ser derechos sociales universales 
-salud, alimentación, educación, 
medio ambiente sano; entre los 
más importantes. •

Iguana. Francisco Toledo
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“Un campo con más 
visión ambiental y con 
el foco de atención en 
los productores pobres”

Gerardo Suárez, Enrique Pérez y Cecilia Navarro

L
a Secretaría de Agricul-
tura y Desarrollo Rural 
enfrenta una transfor-
mación profunda y no 
cosmética. No solo cam-

bió el nombre, también está cam-
biando el enfoque para impulsar 
la producción de alimentos en el 
país. “El encargo que me hizo el 
presidente de la República es ha-
cer un país más productivo con 
mayor responsabilidad ambiental 
y más inclusivo, en el que el foco 
de atención son los productores 
más pobres”, resalta el titular de 
la Secretaría de Agricultura, Sa-
der, Víctor Manuel Villalobos.

Sin embargo, a pesar de eso y del 
compromiso del presidente An-
drés Manuel López Obrador de 
no permitir los transgénicos, el 
funcionario reconoce que se con-
tinúa y se continuará importando 
soya transgénica y maíz amarillo 
transgénico, por una serie de ra-
zones: precio, incapacidad del 
país para producir esos produc-
tos en las cantidades necesarias 
y el abandono del sector durante 
décadas. En esta entrevista, ha-
bla de los retos, los compromisos 
y los pendientes de la Sader, de-
pendencia en la que recaen varios 
de los objetivos prioritarios de la 
actual administración.

-o-

El 50 por ciento de los recursos 
de la dependencia se entregarán 
a los productores más pobres a 
través de los programas priori-
tarios como Producción para el 
bienestar, Crédito ganadero a la 
palabra y Precios de garantía. Se 
trata de saldar una deuda histó-
rica con los productores más des-
favorecidos del medio rural. 

Para el secretario de Agricultura 
“el campo mexicano se divide en 
dos países: el del centro al norte, 
que es muy productivo, agroin-
dustrial que ha sido muy apoya-
do y beneficiado; y el del centro 
hacia el sursureste, muy pobre, 
no tan productivo, aunque con 
una enorme riqueza en términos 
de suelos, clima y cultura.”

Refiere que, de acuerdo con la 
visión del presidente de la Re-
pública, “tenemos que ver a 
todos los campesinos como pro-
ductores, pero no podemos te-
ner políticas públicas parejas, 
uniformes, de forma nacional. 
Tenemos que avocarnos en ha-
cer políticas de fomento para el 
sursureste, o hacia el sector más 
pobre de la sociedad rural, que 
coincidentemente se encuentra 

en esa región del país, donde 
el 81 por ciento de la población 
rural vive de la agricultura de 
autoconsumo”.

Dependencia de importacio-
nes y transgénicos

Para el secretario lograr la auto-
suficiencia alimentaria y la reac-
tivación productiva del campo 
mexicano no es sencillo, ya que 
el campo mexicano padece un 
abandono de muchas décadas 
en las que no se ha hecho inves-
tigación ni extensionismo rural, 
“esto ha propiciado que utilice-
mos agroquímicos altamente tó-
xicos y fertilizantes en grandes 
cantidades sin sustento técnico 
ni conocimientos fundamen-
tados, y que por eso se deterio-

ren los suelos y se contaminen 
los cuerpos de agua,” explica en 
entrevista para La Jornada del 
Campo.

Otra de las consecuencias de no 
haber invertido en investigación 
y extensionismo, puntualiza, es 
que no contamos con estudios 
de suelos ni con variedades de 
diversos cultivos que nos per-
mitan salir de la dependencia 
de importaciones de alimentos 
como el maíz amarillo, del cual 
compramos al extranjero, cada 
año, 16 millones de toneladas. 

Alrededor del 80 por ciento del 
maíz amarillo que ingresa al país 
es transgénico, de pésima cali-
dad y tiene aflatoxinas. “No po-
demos comprar maíz amarillo en 
el exterior que no sea transgéni-
co, porque no se oferta. Los prin-
cipales productores son Estados 
Unidos, Brasil, Argentina y Nue-
va Zelanda y lo producen trans-
génico”, detalla el funcionario. 

Añade que si quisiéramos pedir 
maíz amarillo que no sea trans-
génico tendríamos que pagarlo 
con un sobreprecio de entre el 40 
y 50 por ciento y los principales 
perjudicados por esos incremen-
tos en el costo sería la pobla-
ción más pobre, debido a que el 
maíz amarillo se utiliza para las 
industrias avícola, porcícola y 
ganadera, y puesto que las pro-
teínas más baratas son el pollo y 
el huevo los precios se elevarían 
y perjudicarían directamente a 
los consumidores.

Víctor Villalobos plantea que, si 
quisiéramos producir ese tipo 
de maíz en México tendría un 
mercado muy grande, porque 
las grandes industrias lo deman-
dan, sin embargo, no contamos 
con las variedades adecuadas 
para producirlo. Esta es otra 
consecuencia del abandono a la 
investigación y desarrollo de va-
riedades de maíz amarillo.

“Como durante muchos años se 
privilegió la producción de maíz 
blanco en el país, tendríamos 
que reconvertir superficies de 
cultivo a estas otras variedades y 
éstas deberían ser igual de com-
petitivas como las del maíz blan-
co que producen en Sinaloa, con 
rendimientos de entre 10 y 12 
toneladas por hectárea. De otra 

forma no sería rentable para los 
agricultores.”

Lo mismo ocurre con la soya, 
otro de los cultivos de los cuales 
México es altamente deficitario. 
El 80 por ciento de la soya se im-
porta y también es transgénica. 
“Como en México está prohibida 
la soya transgénica y no hay me-
jores variedades que sean ren-
tables y productivas, también 
la vamos a seguir importando y 
transgénica,” subraya.

Agrotóxicos sin medida

La falta de un verdadero sistema de 
extensionismo rural con bases fun-
damentadas en la investigación ha 
propiciado muchos problemas en 
el sector agropecuario mexicano, 
como el uso desmedido de agro-
químicos, pesticidas y fertilizantes.

Víctor Villalobos indica que 
“nosotros estamos conscientes 
y hemos señalado que no se ha 
hecho una revisión de los inven-
tarios de algunos agroquímicos 
que ya son caducos, que inclu-
so ya están prohibidos en otros 
países y acá en México se siguen 
aplicando. Tiene que ser la Cofe-
pris quien revise la lista y que la 
someta a revisión de Agricultura, 
de Semarnat y de Economía, y los 
caducos y altamente tóxicos te-
nemos que sacarlos del mercado.

Un ejemplo de estos compo-
nentes caducos y muy dañinos, 
subraya el funcionario, “es el 
malatión, conocido como ‘mata 
todo’, es altamente tóxico, es ve-
neno que afecta mucho y que no 
se descompone porque son mo-
léculas muy estables, entonces 
contamina suelos y acuíferos 
y daña a la salud.” Este compo-
nente aún se utiliza mucho y sin 
mayor regulación en el país. 

Su propuesta es la promoción de 
la extensión agrícola para utili-
zar componentes más sosteni-
bles, saludables y reducir el uso 
de productos nocivos. “Es muy 
importante trabajar con los pro-
ductores en medidas de salud, 
porque en ocasiones las perso-
nas utilizan los recipientes de los 
agroquímicos para transportar 
agua para preparar la comida o 
consumirla, eso es muy dañino”.

VERSIÓN COMPLETA EN LÍNEA >>

“Tenemos que ver a todos los campesinos como productores, 

pero no podemos tener políticas públicas parejas, uniformes, 

de forma nacional. Tenemos que avocarnos en hacer políticas 

de fomento para el sursureste, o hacia el sector más pobre de 

la sociedad rural, que coincidentemente se encuentra en esa 

región del país, donde el 81 por ciento de la población rural 

vive de la agricultura de autoconsumo”. Víctor Villalobos

Algunos agroquímicos que ya están prohibidos en otros países se 
siguen usando en México, reconoce Víctor Villalobos. Cortesía SADER
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Producción para el Bienestar, 
programa estratégico para la 
autosuficiencia alimentaria

Cecilia Navarro

El programa reemplaza a Proagro Productivo (an-
tes Procampo) e incluye cambios sustanciales que 
transforman lo asistencial en productivo, orientan 
los apoyos hacia el sur-sureste e incorporan a pro-
ductores de comunidades indígenas

Este programa incorpora a productores de café y 
caña de azúcar, e impulsa prácticas agrícolas sus-
tentables. La intención es elevar producción y pro-
ductividad sin dañar el medio ambiente

E
n la Secretaría de Agri-
cultura y Desarrollo 
Rural (Sader), Víctor 
Suárez Carrera condu-
ce la Subsecretaría de 

Alimentación y Competitividad 
–en proceso de transformarse en 
la Subsecretaría de Autosuficien-
cia Alimentaria, denominación 
que, dice él, marca la ruta de tra-
bajo y los retos y ambiciones de 
esta instancia.

Esta Subsecretaría tiene a su 
cargo el programa Producción 
para el Bienestar, uno de los 
ejes prioritarios de la Cuarta 
Transformación.

Con la apuesta de construir la 
autosuficiencia alimentaria na-
cional y, prioritariamente, las 
condiciones para que los propios 
productores mejoren la oferta 
alimentaria para ellos y sus fa-
milias, el programa entrega apo-
yos directos, sin intermediarios, 
a los productores de granos del 
país –granos básicos para la ali-
mentación del pueblo mexicano, 
como maíz, frijol, trigo harinero 
y arroz, entre otros– y lo hace 
en fechas previas a las siem-
bras, situación nunca vista en 
Procampo/Proagro Productivo, 
programas antecedentes de Pro-
ducción para el Bienestar.

Víctor Suárez detalla en entrevista 
los pormenores de este programa, 
sus alcances, sus metas y avances.

¿Cuál es el origen de Producción 
para el Bienestar?

Este programa surge ante la urgen-
cia que tiene México de avanzar 
en la autosuficiencia alimentaria, 
pues es apabullante la dependen-
cia de importaciones que hoy te-
nemos tanto en alimentos como 
en insumos y maquinaria agrícola; 
esa dependencia creció muy rápi-
damente con la apertura unilateral 
e indiscriminada que permitieron 
los gobiernos neoliberales desde la 
década de los 90.

Durante 2013-18 México impor-
tó 120 millones de toneladas de 
los cinco cultivos considerados 
estratégicos en la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable (maíz, 
frijol, trigo, arroz y sorgo). Eso 
representa más o menos la mitad 
de nuestro consumo interno. En 
2018 las importaciones de ali-
mentos y de insumos y medios 
de producción (como semillas, 
fertilizantes y maquinaria) su-
maron alrededor de 380 mil mi-
llones de pesos, esto es tres veces 
el presupuesto de las Secretarías 
de Bienestar y de Agricultura.

Las importaciones descontro-
ladas han vulnerado la sobe-
ranía de nuestro país, a la par 
del daño que infringe la depen-
dencia energética, y han despo-
jado a nuestros productores de 
competitividad y de espacios en 
el mercado, pues deben enfren-
tarse a una oferta que viene con 
dumping y altamente subsidiada 
por la Tesorería de Estados Uni-
dos, nuestro principal proveedor 
de alimentos del extranjero.

La situación es particularmen-
te difícil para los productores 
de pequeña escala, muchos de 
los cuales nunca, hasta ahora, 
habían recibido un solo apo-
yo gubernamental de fomento 
productivo.

Este dato es clave si se considera 
que los productores de peque-
ña escala (con predios de hasta 
5 hectáreas de temporal y hasta 
0.2 hectáreas de riego) y los de 
mediana escala (con predios de 
hasta 20 hectáreas de temporal 
y cinco de riego) son los que tie-
nen mayor potencial de elevar su 
productividad, sus rendimientos 
por hectárea, pues no han teni-
do en el pasado elementos téc-
nicos suficientes para mejorar 
sus prácticas agronómicas. Hay 
allí un potencial latente muy 
poderoso.

¿En qué consiste Producción para 
el Bienestar?

El programa fue anunciado por 
el presidente Andrés Manuel Ló-
pez Obrador el 8 de febrero en 
Huetamo, Michoacán. En ese en-
tonces el programa contaba con 
tres vertientes; en mayo se suma-

ron otras dos: apoyos directos a 
caficultores y a productores de 
caña de azúcar.

La primera implica al padrón de 
beneficiarios de Proagro Produc-
tivo 2018, que son productores de 
granos, particularmente maíz, 
frijol, trigo harinero y arroz. Y se 
hizo un ajuste sustancial. Proagro 
dio apoyos orientados a predios de 
hasta 80 hectáreas; Producción 
para el Bienestar acotó el apoyo 
a productores pequeños y me-
dianos, con cuotas diferenciadas: 
mil 600 pesos por hectárea para 
los pequeños y mil pesos por hec-
tárea para los de mediana esca-
la. Nuestro padrón aquí es de un 
millón 259 mil 879 productores, 
con un total de predios de un mi-
llón 884 mil 486 y una superficie 
total de 4 millones 764 mil 109 
hectáreas. Prácticamente todos 
estos productores han recibido 
ya su apoyo de Producción para el 
Bienestar.

Una situación novedosa es que 
el apoyo se entrega antes de las 
siembras, lo cual permite a los 
productores invertir en sus pre-
dios de forma oportuna. Desde 
que en 1994 nació Procampo 
y hasta 2018 hubo un reclamo 
constante de los productores 
por recibir sus apoyos a tiempo 
para comprar insumos y servi-
cios relacionados con la siem-
bra. Ahora eso es una realidad. 
Así, se hace un contraste muy 
importante. Procampo/Proa-
gro fue un programa asisten-
cialista y Producción para 
el Bienestar es un programa 
de fomento productivo, im-
pulso productivo y centrado 
en los pequeños y medianos 
productores.

La segunda vertiente implica a 
quienes fueron beneficiarios de 
PIMAF en 2018 (productores de 
maíz y frijol con hasta tres hec-
táreas). Lo que hicimos fue co-
rroborar que las personas que 
estaban en el padrón de PIMAF 
efectivamente existieran y fue-
ran productores. El resultado 
fue que solo un tercio del padrón 
cumplió con los requisitos. 

VERSIÓN COMPLETA EN LÍNEA >>

Hoy pequeños productores de maíz y 

frijol de zonas indígenas y pobres podrán 

colocar sus excedentes de cosechas en 

las bodegas de Segalmex con precios 

de garantía. Por primera vez en la 

historia se considera a los productores 

indígenas como sujetos de la política 

pública y se les dota de instrumentos 

materiales para que esto se concrete.

“Es prioritario para esta Subsecretaría que la producción del campo se encamine 
hacia un sistema agroalimentario justo, sustentable y saludable”. Cortesía SADER
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Política 
alimentaria 
canadiense, 
camino a seguir

Víctor Suárez Carrera Subsecretaría de Alimentación y 
Competitividad, Sader

E
l pasado 17 de junio 
el gobierno de Cana-
dá anunció su primera 
Política alimentaria 
federal, la cual aborda 

fórmulas para atender en el país 
los principales retos globales de 
la alimentación de una forma in-
tegral. Su propuesta va desde tra-
bajar para generar una oferta su-
ficiente en regiones con pobreza y 
hambre, hasta reforzar la calidad 
y sanidad para los mercados ex-
tranjeros pero también en los do-
mésticos, y considera el fomento 
al consumo de productos locales, 
nacionales, con una etiqueta que 
así los identifique; el abatimiento 
del desperdicio, y los conceptos 
de alimentos seguros, nutritivos 
y culturalmente diversos.

Esta política, que también busca 
hacer frente al engaño a los con-
sumidores y a la competencia 
desleal entre empresas (que se 
cometen con etiquetados inco-
rrectos y otros fraudes), fue cons-
truida a partir de una encuesta 
realizada por vía electrónica en 
2017 a más de 45 mil producto-
res y procesadores de alimentos, 

expertos en medio ambiente, sa-
lud y seguridad alimentaria, gru-
pos indígenas, organizaciones no 
gubernamentales y defensores 
de la comunidad.

Para México una experiencia así 
es como agua fresca, sobre todo 
cuando proviene de un país socio 
en el TMEC y con el cual compar-
timos una vecindad muy impor-
tante, la que tenemos con Estados 
Unidos, potencia agrícola global 
y nuestro principal abastecedor 
externo de materias primas agrí-
colas y alimentos (con muchos 
aspectos debatibles, como es el 
dumping, los subsidios, la ten-
dencia a los alimentos híper in-
dustrializados, la producción de 
cultivos transgénicos, etcétera).

Es como agua fresca porque des-
de la Secretaría de Agricultu-
ra estamos haciendo esfuerzos 
coordinados con otras instancias 
del gobierno federal, como las 
Secretarías de Salud, Medio Am-
biente, Educación y Economía y 
el Instituto Nacional de Salud 
Pública, y con organizaciones de 
la sociedad civil como El Poder 

del Consumidor, para construir 
un sistema agroalimentario jus-
to, sustentable y saludable.

Esto es un sistema que vincule 
las políticas, programas y accio-
nes en materia agropecuaria, con 
las de salud, medioambientales, 
educativas y de corte social, de 
forma tal que estemos todos en 
el gobierno en una misma sinto-
nía e impulsemos materias pri-
mas agrícolas producidas con el 
mayor cuidado posible de nues-
tros recursos agua y suelos y de 
los ecosistemas y con el cuidado 
de excluir agrotóxicos y pestici-
das de alta peligrosidad; materias 
primas que contribuyan así una 
alimentación que sea suficien-
te (en principio para los propios 
productores y luego para el con-
junto de la población) y que sea 
nutritiva, saludable y con calidad.

Entre los factores que hemos dis-
cutido en un grupo intersecreta-
rial para avanzar en la búsqueda 
de este sistema está la necesidad 
de fomentar la mejora de la in-
fraestructura y las condiciones 
de ocupación en las zonas ru-
rales, la atención prioritaria de 
grupos vulnerables rurales y ur-
banos, el fortalecimiento de la 
soberanía alimentaria y la provi-
sión de atención médica gratuita.

Más adelante en este texto des-
cribo acciones puntuales de la 
política alimentaria canadiense 
anunciada, lo que muestra cómo 
coincidimos en nuestras preo-
cupaciones e intereses por tener 
políticas holísticas, integrales 
que conecten producción agrí-
cola con alimentos saludables, 
infraestructura rural con mayor 
oferta alimentaria y abatimiento 
de la pobreza, lo rural con lo ur-
bano, producción local con con-
sumo local y nacional, etcétera.

Visión integral

La nueva política alimentaria de 
Canadá tiene una visión de inte-
gralidad y la información con que 
se difundió señala que llega a ali-
nearse con los objetivos de otras 
iniciativas y políticas federales de 
ese país, como la Asociación Ca-
nadiense de Agricultura, la Es-
trategia de Alimentación Heathy 
y la Estrategia de Reducción de 
la Pobreza. Asimismo, prevé la 
coordinación del gobierno con 
provincias y organizaciones no 
lucrativas para la creación de un 
Programa Nacional de Alimen-
tos Escolares. Muestra así una vi-
sión que abarca la producción del 
campo; la atención alimentaria a 
niños y estudiantes y a personas 
que viven en espacios rurales de 
pobreza; la mejora en los estánda-
res de calidad y sanidad –de por 
sí reconocidos en los mercados de 
exportación de este país–, y el re-
forzamiento de lo cultural, lo lo-
cal y lo nacional en las elecciones 
de los consumidores, entre otros 
factores.

Vale la pena destacar aquí al-
gunas de las motivaciones de 
la nueva política canadiense de 
alimentación, expresadas en los 
mensajes con que se hizo pública.

• “El sector de alimentos de 
Canadá es responsable de 
uno de cada ocho empleos 
en todo el país; es una fuen-
te inagotable de la economía, 
especialmente en nuestras 
comunidades rurales. Sin 
embargo, demasiados cana-
dienses no pueden acceder 
de manera confiable a sufi-
cientes alimentos saludables. 
Demasiados niños están 
aprendiendo con el estóma-
go vacío”. 

• “Canadá desperdicia más de 
11 millones de toneladas de 
alimentos cada año, por un 
valor de casi 50 millones de 
dólares canadienses”. 

• “Uno de cada ocho hoga-
res canadienses actualmen-
te experimenta inseguridad 
alimentaria, lo que significa 
que no tienen acceso confia-
ble a una cantidad suficien-
te de alimentos asequibles, 
nutritivos y culturalmente 
apropiados. La inseguridad 
alimentaria es aún más pro-
nunciada en algunos seg-
mentos más vulnerables de 
la población (por ejemplo, 
hogares de bajos ingresos con 
niños; uno de cada dos hoga-
res en Nunavut)”.

• “El sistema alimentario de 
Canadá es resistente e inno-
vador, sostiene nuestro me-
dio ambiente y apoya nuestra 
economía”.

Acciones específicas de la nueva 
política canadiense:

• El gobierno de Canadá está 
invirtiendo 134 millones de 
dólares canadienses en el 
Presupuesto 2019, que in-
cluye nuevas iniciativas para 
ayudar a lograr los objetivos 
clave de la Política Alimenta-
ria federal.

• Se crea un Consejo Asesor 
de Políticas de Alimentos de 
Canadá. El Consejo reunirá 
la experiencia y la diversidad 
necesarias más allá del gobier-
no para abordar los desafíos 
actuales, así como el futuro 
del sistema alimentario de 
Canadá. Un proceso abierto 
y transparente, que incluye 
cartas de nominación, comen-
zará durante el verano.

• Se crea un Fondo de Infraes-
tructura Alimentaria Local 
de cinco años y 50 millones 
de dólares canadienses, dise-
ñado para apoyar proyectos 
dirigidos por la comunidad 
que mejoren el acceso a ali-
mentos seguros, saludables 
y culturalmente diversos. 
A partir del 15 de agosto de 
2019, se invitará a las organi-
zaciones elegibles a presen-
tar una solicitud a través del 
primer período de admisión 
para fondos no reembolsa-
bles de hasta 25 mil dólares 
canadienses.

• Se genera una nueva campaña 
canadiense de marca Brand and 
Buy Canadian que tendrá como 
objetivo aumentar el orgullo y 
la confianza del consumidor en 
la comida canadiense.

• Habrá apoyo a proyectos diri-
gidos por la comunidad, como 
invernaderos, congeladores 
comunitarios y capacitación 
en habilidades que aborden 
los desafíos alimentarios y la 
inseguridad alimentaria en 
las comunidades aisladas y del 
norte del país.

• Se crea un fondo para apoyar 
las ideas más innovadoras de 
reducción de desperdicio de 
alimentos en el procesamien-
to de alimentos, la venta al 
por menor de comestibles y el 
servicio de alimentos.

• Habrá nuevos fondos para 
ayudar a la Agencia Cana-
diense de Inspección de Ali-
mentos a combatir el fraude 
alimentario, el etiquetado 
incorrecto y la tergiversación 
de productos alimenticios, 
para proteger a los consu-
midores del engaño y a las 
empresas de la competencia 
desleal; y

• Se tomarán los primeros pasos 
para trabajar junto a las pro-
vincias y organizaciones sin 
fines de lucro hacia la crea-
ción de un Programa Nacional 
de Alimentos Escolares. •

Guía alimentaria canadiense.
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El dilema de 
las organizaciones 
campesinas en la 4T

Ubaldo Mendoza

“
En este gobierno todos 
los apoyos serán entre-
gados directamente a la 
gente, sin intermedia-
rios” ha repetido una y 

otra vez el presidente de México 
Andrés Manuel López Obrador 
(AMLO). Estos dichos han cau-
sado estupor entre los diversos 
grupos y frentes organizados. 

La postura de AMLO frente a las 
Organizaciones Sociales y Civiles 
(OSC) no es un asunto nuevo. En 
diversos eventos privados y pú-
blicos ha manifestado su “des-
contento” con ellas. No cree en 
ellas, o en algunas de ellas, y eso 
hace pensar al presidente que 
todas, absolutamente todas, son 
“corruptas”. Sin embargo, du-
rante su carrera política, el hoy 
presidente ha trabajado con di-
versas organizaciones. No es aje-
no al trabajo organizado: “solo el 
pueblo organizado puede salvar 
al pueblo”. Se podría decir que su 
escalada al gobierno viene acom-
pañada por un sinfín de procesos 
organizativos. 

Durante el periodo neoliberal 
surgieron infinidad de siglas por 
doquier, campesinas, indígenas, 
de mujeres, de derechos huma-
nos, ambientalistas, sindicales, 
de maestros, de bomberos, con-
tra los megaproyectos y en defen-
sa del territorio. Sería un milagro 
que alguien pudiera contar el 
origen y la historia de estas or-
ganizaciones. Muchas, infiltra-
das y aliadas de los gobiernos 
corruptos del pasado. Como se 
dice coloquialmente “haciéndo-
le el caldo gordo al poder”. Cada 
quién sabrá. 

¿Generaliza? Definitivamente, sí. 
¿Le falta razón? No. Sin duda algu-
nas OSC han sido fundamentales 
en muchos de los cambios logra-
dos en favor de la gente. Pero se 
tiene que reconocer que muchas 
OSC han abusado, hasta saciarse. 

Ahora que estamos en los inicios 
de una nueva era en México, don-
de la transparencia parece ser el 
eje de las definiciones, podría 
considerar el presidente de inves-
tigar a “las corruptas”, denunciar 
y castigar. Indicios hay bastantes 
y, sacar del costal, a otras organi-
zaciones, que, si bien no son “pu-
ras”, hacen un trabajo interesante. 

Organizaciones campesinas, 
¿transformarse o morir? 

En el mar de siglas están las or-
ganizaciones campesinas. Las 
hay de todo tipo. Las “históri-
cas”; las “radicales”; “las con-
servadoras”; “las cínicas”; “las 
puras”; “las buenas”; y las “de 
siempre”. Durante el foxismo se 
dio el auge más representativo 
de la formación de organizacio-
nes. No olvidemos que al Parti-
do Acción Nacional (PAN) era el 
partido en el poder. La más sona-
da y promocionada fue la Unión 
Nacional Integradora de Organi-
zaciones Solidarias y Economía 
Social (UNIMOSS), cuyo diri-
gente es, fue y será Javier López 
Macías. De funcionario público 
a dirigente campesino. Hoy, di-
cha organización se jacta de ser 
“crítica” de las políticas hacia el 
campo de la cuarta transforma-
ción. Y, como UNIMOSS, surgie-
ron infinidad de siglas. Quizá el 
campo sea el sector con más si-
glas. Hay divisiones entre ellas. 
Ahora, en muchos “frentes cam-
pesinos” participan dichas esci-
siones campesinas. Participan 
“juntas, pero no revueltas”, di-
cen. Muchas, de estas fracturas 
se dieron desde los gobiernos, 
por la disputa del presupuesto, 
pocas divisiones se han dado por 
cuestiones ideológicas.

En la historia de las luchas cam-
pesinas han proliferado frentes 
organizativos donde se pretende 
ser más fuertes a la hora de im-
pulsar políticas públicas a favor de 
la gente y, muchas veces para ser-
virse con la cuchara grande. Or-
ganizaciones que se dicen ser “de 
izquierda” han pervertido el sen-
tido de la organización. Dirigentes 
campesinos con chofer, alhajas, 
botas “fifí”, carrazos… Dirigentes 
convertidos en verdaderos “caci-
ques” y “extorsionadores” de su 
organización. Sin generalizar, la 
organización campesina fue pre-
texto para el control, la coopta-
ción, el chantaje y la simulación.

Espacios diversos de organiza-
ción campesina han sido factor 
de cambios importantes y pro-
fundos en el sector. Gente que 
ha encontrado en la organización 
campesina el escaparate perfecto 
para sacar adelante “sueños y an-
helos” de tener un campo sin po-
breza. Al final, como en la vida, 
hay matices y no se puede estig-
matizar a todos por algunos. 

Desafortunadamente las malas 
prácticas han sido factor también 
para que mucha gente haya sido 
engañada, manipulada. Siendo 
carne de cañón de los dirigen-
tes, funcionarios y gobernantes. 
Utilizar a la gente como clientes 
y no como sujetos de derechos. 

Hoy la gran mayoría de las orga-
nizaciones campesinas, de todos 
sabores y colores, están realmente 
“enojadas”; “desconcertadas”; al-
gunas ajenas totalmente a lo que 
se está viviendo México. La famo-
sa circular número 1, del pasado 
14 de febrero del presente, dice “… 
hemos tomado la decisión de no 
transferir recursos del Presupues-
to a ninguna organización social, 
sindical, civil o del movimiento 
ciudadano, con el propósito de 
terminar en definitiva con la in-
termediación que ha originado 
discrecionalidad, opacidad y co-
rrupción…” (www.proceso.com.
mx/572198/amlo-notifica-a-su-
gabinete-no-transfieran-ningun-
recurso-a-ong-o-sindicatos), lo 
que causó “ámpula” en muchas 
organizaciones campesinas.

En lo que va de la 4T se han rea-
lizado infinidad de reuniones 

sobre ¿qué papel debe jugar la 
organización campesina en este 
gobierno?”. Aquí la gran pregun-
ta sería ¿qué quieren las organi-
zaciones campesinas? ¿Dinero? 
¿Folios? ¿Prebendas? O, ¿cons-
truir una política para el campo 
radicalmente distinta a la de los 
gobiernos neoliberales? El neoli-
beralismo acostumbró y enajenó 
a un sinfín de organizaciones a 
la realización de proyectos “pro-
ductivos”; “de financiamiento” 
“de capacitación”… Las organi-
zaciones y los funcionarios en 
turno pervirtieron el “apoyo” a 
la organización. Si bien muchos 
de los avances obtenidos en el 
campo se deben, en parte, a ese 
apoyo, hoy muchos de estos pro-
yectos están en el olvido y el en 
fracaso. El neoliberalismo utilizó 
a muchas de las siglas como aval 
de sus políticas anticampesinas. 
Cientos de miles de millones de 
pesos se han destinado al cam-
po. La presión por un mayor pre-
supuesto rural se convirtió en 
simulación.

Los espacios “oficiales” de parti-
cipación, organizaciones-gobier-
no, como el Consejo Mexicano 
de Desarrollo Rural Sustentable 
(CMDRS), se convirtieron en pa-
ses de lista para la entrega del fo-
lio de los proyectos, por poner un 
ejemplo. Este espacio fue conce-
bido en la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable (LDRS), durante 
el foxismo. En más de 18 años de 
existencia, este consejo ha mez-
clado lo mejor y lo peor de las or-
ganizaciones campesinas. 

Hoy este consejo sobrevive. Con 
los variopintos de personajes 
que se presentan ahí. Es común 
observar a los más siniestros 
personajes del campo mexicano. 

Gritos, sombrerazos, insultos, 
descalificaciones, entre unos y 
otros. Un muro de lamentacio-
nes. De poca participación ge-
nuina y transformadora. 

Durante las sesiones, comen-
tan diversos participantes, se 
ha escuchado una y otra vez la 
necesidad de “reestructurar” el 
CMDRS. Inclusive, dicen que el 
secretario de Agricultura, Víctor 
Villalobos, se refirió a la nece-
sidad de reestructurarlo. Unos 
hablan de la depuración, otros 
de la incorporación de más orga-
nizaciones; otros dicen que “no 
van a permitir ninguna impo-
sición desde el gobierno”; otros 
fundamentan sus palabras en 
los artículos de la LDRS y otros 
“luchan” por las convocatorias de 
los respectivos programas guber-
namentales. Hoy en ese espacio 
se ha creado una comisión de 28 
participantes (14 funcionarios 
de la Sader y 14 de las organi-
zaciones participantes), con la 
intención de ponerse de acuer-
do sobre el papel que debe jugar 
dicho Consejo. 

Los apoyos directos a los pro-
ductores y a la gente han sido 
motivo de debate y discusión. 
Sin embargo, el presidente y el 
nuevo gobierno deben compren-
der que la organización "desde 
abajo", "económica", "política 
y social" es necesaria para las 
transformaciones que se requie-
ren en el campo. 

Pase lo que pase con el gobierno 
actual hay indicios positivos, de 
que la transformación va “en se-
rio”, sin contemplación alguna. 
Hay otros indicios, sin embar-
go, de que la inercia se apodera 
de la 4T.  •

El neoliberalismo utilizó a muchas de 

las siglas como aval de sus políticas 

anticampesinas. Cientos de miles de millones 

de pesos se han destinado al campo. 

La presión por un mayor presupuesto 

rural se convirtió en simulación.

Con el gobierno actual hay indicios positivos 

de que la transformación va “en serio”, sin 

contemplación alguna. Hay otros indicios, sin 

embargo, de que la inercia se apodera de la 4T. 

Organizaciones: cambiar o desaparecer…
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No se trata de dinero, 
sino de políticas y apoyo 
claro para pequeños y 
medianos productores: ANEC

Leticia López Zepeda Directora Ejecutiva de ANEC   
Enrique Pérez Coordinador de Comunicación de ANEC

“Así como en las tempestades se 

miden los marineros, en los tiempos 

borrascosos florece la creatividad 

popular. Y los treinta años recientes 

han sido sumamente turbulentos 

para los campesinos mexicanos. 

Quizá por ello en ese lapso nacieron 

y se desarrollaron importantes y 

novedosas iniciativas de organización 

rural, entre ella la ANEC (…)”.

22 años abriendo brecha. Rosario Cobo, 

Lorena Paz Paredes y Armando Bartra. 

L
os pequeños y media-
nos productores de 
granos básicos han 
sido uno de los sec-
tores más afectados 

desde la imposición del modelo 
neoliberal en 1982. La entrada 
en vigor, en 1994, del Tratado 
de Libre Comercio de América 
del Norte (TLCAN) arrasó con 
la agricultura campesina. La 
guerra contra el campesinado 
estaba en marcha. La política 
neoliberal se enfocó en deni-
grarlos, al considerarlos “atrasa-
dos”, “pobres”, “improductivos”; 
quitándoles el derecho de ser 
vistos como sujetos productivos 
y como sujetos históricos en la 
construcción de las decisiones 
del país.

Los saldos de las políticas neoli-
berales en el sector rural son de-
sastrosos: colapsaron al campo y 
arruinaron a los campesinos en 
beneficio de las grandes corpo-
raciones agroalimentarias. Tan-
to las que acaparan y especulan 
con las cosechas como las que 
introducen paquetes tecnoló-
gicos destructivos. Por eso, hoy 
importamos la mitad de lo que 
comemos y en el campo hay po-

breza, malnutrición, deterioro 
ambiental, migración, inseguri-
dad y violencia. Por ello, entre 
otras causas, el gobierno de la 
cuarta transformación se ha vol-
cado decididamente a desterrar 
al modelo neoliberal.

Durante años los pequeños y 
medianos productores fueron 
excluidos de las políticas públi-
cas. Sin embargo, los produc-
tores desarrollaron estrategias, 
resistencia que les han permiti-
do sobrevivir a las adversidades. 

Se organizaron e implementaron 
sistemas alternativos de produc-
ción, crearon organizaciones, ge-
neraron empleo, alimentos sanos 
e intentaron reestablecer el teji-
do social. 

Con el gobierno de la cuarta 
transformación los pequeños y 
medianos productores están en 
el centro de las políticas públicas 
hacia el campo, bajo la premisa 
de que la agricultura campesina 
debe ser la que alimente a México. 

Héctor Robles afirma que es in-
dispensable poner en el centro 
de atención a la agricultura de 
pequeña y mediana escala por 4 
razones fundamentales: i) la im-
portancia que tienen estos pro-
ductores para el país; ii) los signos 
de agotamiento que presenta el 
campo mexicano, reflejados en 
un estancamiento de la producti-
vidad, competitividad y rentabili-
dad; iii) la ineficiencia en el gasto 
publico dirigido al sector rural, y 
iv) los programas implementados 
en varios países de América Lati-
na y el mundo en favor de la agri-
cultura en pequeña escala.

La política inicial o de primer 
piso implementada en estos 7 
meses de gobierno, para rescatar 

al campo y alcanzar la autosufi-
ciencia alimentaria se basa prin-
cipalmente en los 5 programas 
prioritarios (producción para el 
bienestar, precios de garantía-ca-
nasta básica, crédito ganadero a 
la palabra, entrega de fertilizan-
tes-biofertilizantes y pesca) con 
el objetivo de aumentar la pro-
ducción alimentaria sustentable 
y fortalecer la economía campe-
sina, indígena y afromexicana.

Durante todo el periodo neolibe-
ral los grandes agricultores fueron 
los mayores beneficiarios. Diver-
sas investigaciones señalan que el 
10 por ciento de las Unidades de 
Producción Rural (UPR) mayores 
de 20 hectáreas recibían el 65 % 
de los subsidios productivos ca-
nalizados por el gobierno federal, 
mientras que las UPR con 5 hec-
táreas o menos, que representan 
el 70 por ciento de las UPR y que 
contribuyen con el 40 por ciento 
de la producción agropecuaria y 
el 60 por ciento del empleo rural 
nacional, únicamente recibían el 
17 por ciento de los subsidios de 
la vertiente productiva del Pro-
grama Especial Concurrente para 
el Desarrollo Rural Sustentable 
(PEC Rural).

Por ello es muy importante, que 
por el bien de todos “primero los 
pobres”. En este sentido, el apoyo 
decidido a los pequeños produc-
tores de menos de 5 hectáreas 
ubicados en zonas deficitarias y 
marginadas, así como la incorpo-
ración de 250 mil productores in-
dígenas es un reconocimiento a los 
pequeños y medianos productores 
como sujetos de derechos, econó-
micos, productivos y sociales. Es 
plausible la intención de erradicar 
la corrupción, el clientelismo y el 
corporativismo en el campo. Au-
nado a estos programas, la prohi-

bición de las semillas transgénicas 
da muestra de que el gobierno de 
López Obrador está comprometi-
do con la gente del campo.

Si bien los programas prioritarios 
son importantes, resulta preocu-
pante que el resto de la política 
pública de la Secretaría de Agri-
cultura y Desarrollo Rural (SA-
DER), no se vincula a estos 5 
programas y además muestran 
signos inerciales y falta de claridad 
respecto a cómo se operarán los 
diversos presupuestos asignados.

La entrega de recursos y apoyos 
de manera directa a los produc-
tores más pobres es una acción 
justa, es indispensable que se 
considere a los PEQUEÑOS Y 
MEDIANOS PRODUCTORES 
que producen para el mercado 
en los esquemas de apoyo, como 
es el caso del Ingreso Objetivo. 
En este mismo sentido y para 
alcanzar la autosuficiencia ali-
mentaria se requiere de la par-
ticipación organizada de los 
pequeños y medianos producto-
res, bajo modelos de agricultura 
sustentable, agroecológica, nu-
tritiva y sin transgénicos.

La nueva coyuntura en la que se 
encuentra México es una opor-
tunidad para todas y todos. Es 
necesario “radicalizar”, defender 
y construir nuestras propuestas, 
alternativas e iniciativas. 

Los hombres y mujeres del cam-
po demandan su derecho a se-
guir cosechando alimentos sanos 
para todas y todos, generando 
empleo para millones, cuidando 
a la naturaleza, enriqueciendo la 
cultura. Los campesinos asumen 
su responsabilidad con el futu-
ro de México y están decididos a 
cumplirla. •

Para estimular la productividad 
entre los pequeños y medianos 
productores no se requieren de 
recursos adicionales; se necesitan 
políticas firmes y de justicia para 
la población y para la producción 
rural nacional y para que el mer-
cado pague adecuada y suficien-
temente los alimentos sanos y 
nutritivos que produce este sec-
tor. Esta política debe considerar:

• Reconocer la importan-
cia de la agricultura en 
todas sus dimensiones. 

• El ejido y la comunidad deben 
ser el centro de las políticas 
públicas para el campo. 

• Reconocimiento y apoyo a 
la organización campesina y 
a las formas asociativas de 
producción y mercadeo. 

• Impulsar políticas públicas 
integrales de fomento produc-
tivo; desarrollo de infraestruc-

tura; acceso a insumos básicos 
como agua, energía, semillas, 
maquinaria, entre otros.

• En pocas palabras, necesitamos 
que la soberanía alimentaria y 
nutricional sea una política de 
Estado sustentada principal-
mente en la pequeña y mediana 
producción agropecuaria, 
con planeación estratégica y 
desarrollada con participación 
social tanto de productores 
como de consumidores; polí-
tica de Estado orientada bajo 
criterios agroecológicos. Se 
requiere un cambio paradigmá-
tico de modelo de agricultura, 
en el marco de la construcción 
de un nuevo sistema agro-
alimentario y nutricional. 

• Precios remunerativos y 
certidumbre en la comer-
cialización de las cosechas.

• Es preciso pasar de “una 
agricultura de insumos” a una 

“agricultura de conocimien-
tos integrados en sistemas 
complejos” con base en las 
pequeñas y medianas unida-
des de producción rural.

• Administración de impor-
taciones de alimentos.

• Control fitosanitario.

• Control de transgénicos.

• Reservas estratégi-
cas de alimentos.

• Revaloración de los 
maíces nativos.

• Etiquetado frontal de produc-
tos formulados con transgé-
nicos y alimentos chatarra.

• Prohibición de entrada de 
semillas transgénicas.

• Congruencia y articulación de 
leyes que impulsen la producción 

de maíces nativos, producción de 
bioinsumos campesinos, inter-
cambio libre de semillas campesi-
nas y contra los monopolios que 
atentan contra los intereses cam-
pesinos e indígenas y la Nación. 

• Acciones contra las prácticas 
anticompetitivas y la alimenta-
ción chatarra (prohibición de su 
venta en escuelas públicas; pro-
hibición de publicidad engañosa 
en alimentos, comida sana en 
escuelas, en mercados de pro-
ductores, asociaciones de com-
pra consumidores-productores.

• Se requiere un programa 
nacional tecnológicamente 
innovador y ajustado a las 
diferentes regiones agroeco-
lógicas, que impulse decidi-
damente la milpa, el solar, la 
huerta y el potrero. Es decir, 
el tradicional complejo pro-
ductivo campesino generador 
de autoabasto y excedentes 
comercializables, además 
de empleo remunerador y 
atractivo para los jóvenes.

UNA RUTA DE ACCIÓN PARA LA 4T

Urge reconocer la importancia de los medianos productores.. Enrique Pérez / ANEC
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ENTREVISTA A ROMÁN MEYER FALCÓN

Impedir el despojo de 
los territorios ejidales, 
mandato de la Sedatu

Gerardo Suárez

L
as regiones rurales con-
centran la población 
con mayores rezagos en 
términos de desarrollo 
y bienestar. A pesar de 

que el 52% del territorio nacio-
nal es propiedad de comunida-
des y ejidos, es en estos lugares 
donde se acentúan la pobreza 
y marginación. “Tenemos una 
deuda histórica con la población 
que habita en los núcleos agra-
rios y nuestra vocación como 
Estado mexicano es proteger sus 
intereses y evitar procesos de 
despojo de sus territorios”, ase-
gura Román Meyer Falcón, titu-
lar de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario y Territorial (Sedatu).

Indica que los núcleos agrarios 
rurales enfrentan dos retos muy 
importantes, por una parte, 
avanzar en un proceso de relevo 
generacional puesto que los ti-
tulares de los derechos agrarios 
tienen una edad avanzada, lo que 
les impide seguir trabajando sus 
tierras y detonar proyectos de 
generación de ingresos para el 
bienestar de sus familias; y, por 
otra parte, las amenazas de des-
pojo de sus territorios, cada vez 
más recurrentes, por parte de 
agentes externos que pretenden 
instaurar proyectos extractivos 
como la minería o desarrollos 
inmobiliarios.

Puntualiza que en las pasadas 

dos décadas ha sido muy riesgo-
so “el acoso que gran parte de los 
ejidos y comunidades empiezan 
a recibir de actores externos, ya 
sea por presiones inmobiliarias, 
presión de grupos organizados, 
extractivos, llámese la minería u 
otros, que de alguna forma aten-
tan contra los usos y costumbres 
de estas comunidades.”

Román Meyer explica que en la 
Sedatu “estamos completamente 
sensibilizados del hecho de que 
en las últimas tres o cuatro déca-
das, prácticamente desde inicios 
del salinismo, se ha visto al sec-
tor agrario como un obstáculo 
para el desarrollo, pero no com-
partimos ese pensamiento, no 
solamente aquí dentro de la se-
cretaría, también el presidente la 
República, Andrés Manuel López 
Obrador, coincide en esta visión 
de que únicamente rescatando al 
campo y a los jóvenes del campo 
es que podemos mejorar las con-
diciones de desarrollo del país 
y disminuir las brechas de des-
igualdad y con ello gran parte los 
problemas de seguridad.”

Comenta que la dependencia a 
su cargo cuenta con los instru-
mentos tanto jurídicos como le-
gales para llevar a cabo la tarea 
de evitar los procesos de despojo 
y desplazamiento de estos acto-
res rurales. “Contamos con las 
atribuciones y el marco norma-

tivo actual funciona para hacer 
la defensa correspondiente de 
posibles procesos de despojo de 
los territorios de las comunida-
des. En muchos casos lo hacemos 
a través de una coordinación ple-
na con la Procuraduría Agraria.”

Acerca de las molestias y señala-
mientos por parte de colectivos 
sociales y organizaciones de la 
sociedad civil en torno a los pro-
yectos de infraestructura priori-
tarios para el gobierno federal, 

por los abusos que se comenten 
contra las comunidades y ejidos, 
particularmente en el proyecto 
del Tren Maya y el Proyecto del 
Istmo, en los que dependencias 
como Fonatur presionan a los 
dueños de los territorios para 
que accedan a vender sus terre-
nos para avanzar en el desarrollo 
de estos proyectos, Meyer refiere 
que “como estos proyectos recaen 
en terrenos de carácter social, te-
nemos la obligación de estar de 
forma presente continuamente 
en las mesas de trabajo y en las 
comunidades haciendo trabajo de 
sensibilización del proyecto, con 
la exposición de cuáles son las 
ventajas y cuáles son los puntos 
que se tienen que poner en consi-
deración, con la finalidad de nun-
ca trasgredir los derechos de los 
ejidatarios y comuneros.”

Detalla que “para los proyectos 
del Istmo y del Tren Maya no hay 
una mesa de trabajo en la que no 
haya una representación de la 
Sedatu, en la medida de lo posi-
ble, tratando de adelantarnos a 
posibles conflictos, y avanzando 
en temas de negociación con las 
comunidades para que no vean a 
estos proyectos como un proceso 
más de despojo.”

Sin embargo, uno de los princi-
pales reclamos de las comuni-
dades mayas en la Península de 
Yucatán y de las comunidades y 
colectivos de la región del Ist-
mo es que estos proyectos no se 
elaboraron con su participación 
ni consentimiento, es decir, les 
están siendo impuestos desde la 
administración federal.

Esto, además, incurre en incum-
plimientos de tratados interna-
cionales de los cuales México es 
parte, como el Convenio 169 de 
la Organización Internacional de 
Trabajo que establece que “los 
gobiernos deberán asumir la res-
ponsabilidad de desarrollar, con 

la participación de los pueblos 
interesados, una acción coor-
dinada y sistemática con miras 
a proteger los derechos de esos 
pueblos y a garantizar el respeto 
de su integridad.”

El Convenio señala que “los pue-
blos interesados deberán tener el 
derecho de decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al 
proceso de desarrollo, en la medi-
da en que éste afecte a sus vidas, 
creencias, instituciones y bienes-
tar espiritual y a las tierras que 
ocupan o utilizan de alguna ma-
nera, y de controlar, en la medida 
de lo posible, su propio desarro-
llo económico, social y cultural. 
Además, dichos pueblos deberán 
participar en la formulación, apli-
cación y evaluación de los planes 
y programas de desarrollo na-
cional y regional susceptibles de 
afectarles directamente.”

Esto no ha ocurrido con el Pro-
yecto del Istmo ni con el Tren 
Maya; tampoco con los megapro-
yectos extractivos de minería e 
hidrocarburos que se instalan en 
los territorios.

Al respecto, Meyer plantea que 
para proteger las decisiones de 
los ejidatarios y comuneros la 
dependencia cuenta con visita-
dores agrarios de la Procuraduría 
Agraria, que dan el seguimiento 
a los acuerdos de asamblea. “Lo 
que tenemos que hacer es refor-
zar que estos visitadores sean 
instancias de seguimiento en la 
vida cotidiana de estas asam-
bleas y así lograr la certificación 
de las decisiones tomadas en los 
núcleos agrarios, ya sea que de-
cidan irse a dominio pleno, pues 
tienen las atribuciones de hacer-
lo si así lo deciden.”

Puntualiza que “nuestra obli-
gación es que esas asambleas y 
los acuerdos tomados se lleven 
conforme a la voluntad de la ma-
yoría de la gente y, en la medida 
de lo posible, detectar si hay una 
modificación en la conformación 
de la asamblea que no responda 
realmente a la voluntad de la ma-
yoría de gente que conforma es-
tas asambleas.” 

Meyer Falcón considera que los 
ejidos y comunidades seguirán vi-
vos por mucho tiempo más, pues 
a pesar de los muchos intentos 
que se han hecho por desarticu-
larlos, siguen vigentes. “Ahí están 
los números, aún contamos con 
más de 32 mil núcleos agrarios, es 
el legado de casi un siglo que nos 
dejó el general Lázaro Cárdenas”.

Expone que “esas estructuras 
ejidales y comunales van a se-
guir bastante arraigadas y es un 
tema a favor del desarrollo del 
país, nosotros estamos a favor 
de que la estructura ejidal y las 
comunidades se mantenían y es 
una indicación del presidente 
que así sea.” •

Ejidos y comunidades han sobrevivido a diversos intentos de 
desarticularlos, dice el secretario Román Meyer.

La Sedatu busca dar seguimiento a los acuerdos 
que se toman en las asambleas. Enrique Pérez / ANEC
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ENTREVISTA A EMILIO GARCÍA

El sector turístico, el más 
voraz en el acaparamiento 
de tierras comunales: RAN

Cecilia Navarro

C
omo otras dependencias 
y oficinas del gobierno, 
el Registro Agrario Na-
cional enfrenta falta de 
personal por la “auste-

ridad”. A casi 8 meses de trabajo 
de la nueva administración, el 
coordinador del RAN, confía en 
que en un mes, “o dos”, Hacienda 
dará la autorización para comen-
zar a contratar personal para las 
regiones rurales, donde el RAN 
tiene la tarea de regularizar y dar 
seguridad jurídica en la propie-
dad social de la tierra a ejidos y 
comunidades. En esta entrevista, 
Emilio García, responsable del 
RAN, habla de los desafíos de esa 
dependencia, a la luz de los mega-
proyectos, incluidos los del nuevo 
gobierno, y los procesos de des-
pojo que pueblos y comunidades 
están enfrentando en todo el país.

“Nuestra primera encomienda es 
fortalecer la seguridad de la te-
nencia de la tierra de propiedad 
social. La segunda es el comba-
te a la corrupción, sabemos que 
históricamente ha habido orga-
nismos como el RAN en las que 
ha estado ese cáncer. Lo estamos 

combatiendo porque ha afectado 
al campo mexicano. También es-
tamos reestructurando la depen-
dencia. Estamos simplificando 
procesos y acatando la disposi-
ción presidencial de reducir al 
mínimo los recursos humanos. 
Esas son nuestras tres tareas 
principales”, comenta García.

¿Con qué se están encontrando en 
materia de corrupción en el RAN?

Es impulsada por quienes están 
interesados en los grandes nego-
cios con el suelo y por algunos 
políticos que se han hecho de 
grandes terrenos para hacer ne-
gocios. Estamos encontrando en 
diferentes estados la apropiación 
masiva de tierras de ejidos y co-
munidades a través de procedi-
mientos aparentemente legales, 
de maniobras de gente que cono-
ce el procedimiento y recurre a 
la compra de autoridades ejida-
les y comunidades y de ejidata-
rios en lo individual para llegar 
al dominio pleno de las parcelas, 
dejando al propietario social sin 
nada, a cambio de un dinero que 
se pronto se les acaba. 

Algunos procedimientos son lega-
les y otros son formas de despojo 
abierto. En su momento daremos 
a conocer la magnitud del proble-
ma y a los responsables del mis-
mo. Tenemos que denunciarlos, 
pero aún no lo podemos hacer.

¿En dónde se están dando con ma-
yor frecuencia estos casos?

En los destinos de playa, en 
Quintana Roo, Yucatán, Jalisco, 
Nayarit, donde el suelo alcanza 
muy altos costos por la industria 
turística. Estamos revisando con 
cuidado las solicitudes dominio 
pleno. Y si encontramos que hay 
alguna situación rara, como al-
guna parcela que excede de ma-
nera impresionante el tamaño 
promedio, ahí revisamos qué 
sucede.

Además, estamos establecien-
do criterios, para que cuando 
haya irregularidades podamos 
detener el proceso y pedir una 
investigación.

Los primeros casos los daremos 
a conocer una vez que tengamos 
establecidas las representaciones 
formales en los estados, quizá 

en uno o dos meses. Eso nos va 
a permitir de manera formal dar 
a conocer la situación.

¿Ya tienen un diagnóstico ac-
tualizado sobre los conf lictos 
territoriales activos? ¿Cuál es la 
situación?

Estamos construyendo este diag-
nóstico. Pero hemos detectado 
cientos de conflictos graves, focos 
rojos, que están en riesgo de llegar 
a violencia. Algunos son interco-
munitarios, otros de linderos. En 
Guerrero hay por lo menos 50 
conflictos; en Oaxaca y Chiapas, 
más. Hay focos rojos de la magni-
tud de la Selva Lacandona, de la 
zona mixteca. Del diagnóstico va-
mos a desprender el plan del tra-
bajo para este y varios años más. 
Estará en un par de meses.

¿Qué están haciendo para solven-
tar estos problemas?

Estamos yendo a hacer levanta-
mientos topográficos para definir 
linderos, lo estamos haciendo en 
Campeche, Yucatán y otros esta-
dos. Y estamos en las mesas agra-
rias en las que convergen diversas 
dependencias y autoridades que 
ven temas agrarios. Ya hay mesas 
en Campeche, Tabasco, Yucatán, 
Guerrero, entre otros.

¿Tienen alguna política o esque-
ma para evitar el hostigamiento 
que los ejidos están enfrentando 
para ceder sus tierras? Por ejem-
plo, en Península son presionados 
por los empleados de Fonatur y la 
CFE, por servidores públicos que 
trabajan para las empresas, por 

falsos ejidatarios. Son presiona-
dos por quienes buscan construir 
gasoductos, parques eólicos, desa-
rrollos inmobiliarios, entre otros.

En primer lugar, es importan-
te que la gente esté informada 
del carácter de los proyectos, 
de la importancia de mantener 
la propiedad social de la tierra. 
Esta estrategia tiene que conjun-
tarse con el trabajo de otras de-
pendencias, como Agricultura y 
Bienestar. Estamos buscando 
coordinarnos con ellos para que 
los dueños de las tierras puedan 
desarrollar proyectos produc-
tivos en sus tierras. El RAN no 
cuenta con recursos para pro-
yectos productivos, pero sí esas 
otras dependencias. 

Se sabe, por ejemplo, que en Baca-
lar los empleados de Fonatur es-
tán presionando al ejido para que 
ceda 5 mil hectáreas…

Nosotros informamos lo que 
puede significar la venta des-
ventajosa de tierras. Ya tuvimos 
contacto con los ejidatarios de 
Bacalar, estamos buscando que 
no malbaraten sus tierras, que 
las aprovechen de manera orga-
nizada. Ya hay avances en eso.

No solo sucede en Bacalar, sino 
en otras zonas, donde se puede 
rescatar el ejido común unidad 
productiva, como empresa social, 
cooperativa. No es tanto esa nues-
tra tarea aunque sí podemos par-
ticipar. Nuestra tarea es cuidar la 
propiedad social de la tierras.

VERSIÓN COMPLETA EN LÍNEA >>

“Nuestra encomienda es fortalecer la seguridad de la tenencia de 
la tierra de propiedad social”: Emilio García del RAN.

Desde 1992, con la reforma al artículo 27, se ha reducido 

considerablemente la propiedad social; en 1992 era 

alrededor de 60%. Y hoy andamos en 50% o menos. Hay 

estados como Guerrero y Oaxaca donde más del 70% de 

la tierra es propiedad social. Ahí vamos a cuidar que no se 

siga afectando de manera ilegal esa propiedad social. 

Los más afectados son los que tienen 

presencia de industria turística y el Estado 

de México, por la presión de la mancha 

urbana, de los grandes fraccionadores 

y desarrolladores que operan en 

diversos municipios, en las zonas que 

están en procesos de urbanización.

Zona hotelera de Cancún.
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Alimentar a 
México sin 
deforestar

José Sarukhán Kermez

L
a forma como alimen-
temos a la población de 
México hacia la mitad 
de este siglo será de-
terminante para definir 

qué proporción de nuestros eco-
sistemas terrestres y marinos 
podrán conservarse. La produc-
ción de alimentos ha sido la cau-
sa central de la transformación 
de los ecosistemas naturales en 
el planeta a lo largo de la histo-
ria de la humanidad, tanto por el 
creciente número de bocas que 
ha habido que alimentar con el 
crecimiento poblacional de la 
humanidad, como por el tipo 
de dietas adoptadas por las di-
ferentes sociedades a lo largo de 
la historia, especialmente en el 
pasado siglo. Los costos ambien-
tales y energéticos de gran parte 
de las dietas modernas basadas 
en alimentos industrializados 
son tan altos que se calcula que 
mantener la tendencia de éstas 
a nivel global para alimentar la 
población de mediados del siglo, 
anularía las reducciones de emi-
siones de gases con efecto de in-
vernadero logradas por la indus-
tria mundial para esas fechas. 

Un elemento más que se suma a 
las amenazas de la dependencia 
de las grandes industrias agro-
alimentarias es el hecho de que 
unas seis compañías controlan 
más del 60% de los granos utili-
zados para sembrar en el mundo. 

México, además de ser un país 
megadiverso y multicultural, 
es uno de los centros mundia-
les de domesticación de plantas 
alimenticias y ha sido centro 
independiente de origen de la 
agricultura. En nuestro país, 
la enorme diversidad cultural, 

producto de la rica diversidad 
biológica, tiene una estrecha 
relación con la agricultura y, en 
consecuencia, con la salud hu-
mana. Los elementos anteriores 
nos permiten producir alimentos 
de forma soberana, es decir con 
total libertad e independencia 
acerca de qué cultivos sembra-
mos, dónde los cultivamos de 
acuerdo con sus requerimien-
tos ecológicos y qué semillas 
utilizamos para ello, sin depen-
der de los grandes productores 
agroindustriales. 

El reporte global que la FAO 
produce anualmente estableció 
en 2014 que la principal fuen-
te, por mucho, de producción 
de alimentos en el mundo es la 
agricultura familiar o campesi-
na, llevada a cabo en pequeñas 
extensiones de 2 o menos hectá-
reas, y no la agricultura indus-
trial de grandes extensiones y 
de alta tecnificación; establece 
ese reporte también que hay que 
fortalecer esa agricultura fami-
liar con medidas varias. 

Es indispensable que las políti-
cas públicas que puedan afectar 
al ambiente o que estén dirigidas 
a la producción de alimentos es-
tén basadas en información cien-
tífica de la mejor calidad posible, 
con resultados confiables, que no 
estén influidos por caprichos del 
momento o por intereses econó-
micos o ideológicos personales 
o de grupo. En las últimas tres o 
cuatro décadas nuestro país ha 
experimentado muchos avances y 
cambios positivos en este sentido. 
Tenemos ahora mejores conoci-
mientos para diseñar mejores po-
líticas públicas y al mismo tiempo 
hay más entendimiento y partici-

pación social que deriva en accio-
nes colectivas informadas, fuertes 
y activas, que puede cambiar para 
bien el desarrollo de políticas pú-
blicas, haciendo que sean más ati-
nadas y que eviten o minimicen 
las tendencias de agotamiento 
de nuestros recursos naturales. 
Cuando contamos en México con 
datos confiables y por otro lado 
contamos con la capacidad insti-
tucional y personal para generar 
la información que requerimos, 
es inaceptable que las políticas 
públicas se sigan llevando a cabo 
de manera aislada de ese cono-
cimiento. Todo indica que, en la 
nueva visión de la Secretaría de 
Agricultura y Desarrollo Rural se 
apoyará a los pequeños producto-
res y las comunidades indígenas 
y rurales y con ello se podrá valo-
rar la enorme agrobiodiversidad 
que han conservado y que posi-
bilita la producción soberana de 
alimentos. 

A lo largo de un cuarto de siglo, 
México ha generado en Conabio, 
como ningún otro país, la mayor 
cantidad de información sobre 
su biodiversidad, bajo un solo 
techo institucional y de manera 
accesible a toda la sociedad. Un 
ejemplo, único en el mundo, del 
uso de esta información para la 
aplicación de políticas públicas 

ha establecido en la Ley de De-
sarrollo Forestal Sustentable. De 
acuerdo con ella, la Sader debe 
considerar la información sobre 
la vegetación que cubre el suelo 
para otorgar los muy variados 
subsidios a la agricultura y no 
se podrán modificar o destruir 
ecosistemas naturales ni predios 
forestales de importancia para su 
conservación para producir ali-
mentos. Para ello se cuenta con 
un mapa de gran detalle y un 
sistema que consulta la informa-
ción espacial que puede respon-
der en unos segundos si es dable, 
o no, otorgar el subsidio solicita-
do por los agricultores. 

Sin embargo, es indispensable 
también que la sociedad mexica-
na modifique sus comportamien-
tos de consumo. Particularmente, 
la población urbana debe hacer 
conciencia del impacto que gene-
ra sobre el medio ambiente lo que 
come y consume. La población 
urbana, como un intenso con-
sumidor de energía, alimentos y 
bienes, tiene un gran poder para 
cambiar las cosas, justamente por 
su poder como consumidores. No 
hay gobierno que haga algo dife-

rente si la población no cambia 
por convicción, por congruencia 
ética con lo que está viendo que 
ocurre por su actividad como 
consumidor. Ahora tenemos ma-
yor cantidad de información que 
la que tuvieron generaciones pa-
sadas; sabemos qué pasa con cada 
tonelada de CO2 que se emite, hay 
más satélites que nos proveen de 
datos, se conocen con más deta-
lle los daños que se generan con 
la pérdida de biodiversidad, cómo 
van desapareciendo las poblacio-
nes y cómo se extingue una espe-
cie cuando su última población 
desaparece.  

Tenemos que cambiar profunda-
mente nuestro comportamiento 
y consumo personal, influir en 
lo que ocurre en nuestra familia, 
nuestro barrio o la ciudad en que 
vivimos. La única manera de exi-
girle a los gobiernos locales, esta-
tales o nacionales que tomen las 
acciones apropiadas, es con el 
ejemplo que mostramos en nues-
tro comportamiento. La vida en 
el planeta no desaparecerá, pero 
sí puede hacerlo nuestra civiliza-
ción como la conocemos, la del 
Homo sapiens. •

Tenemos que cambiar profundamente nuestro comportamiento 

y consumo personal, influir en lo que ocurre en nuestra 

familia, nuestro barrio o la ciudad en que vivimos. La única 

manera de exigirle a los gobiernos locales, estatales o 

nacionales que tomen las acciones apropiadas, es con el 

ejemplo que mostramos en nuestro comportamiento. La vida 

en el planeta no desaparecerá, pero sí puede hacerlo nuestra 

civilización como la conocemos, la del Homo sapiens. 

México, además de ser un país megadiverso 

y multicultural, es uno de los centros 

mundiales de domesticación de plantas 

alimenticias y ha sido centro independiente 

de origen de la agricultura. Esto nos permite 

producir alimentos de forma soberana, con 

total libertad e independencia acerca de qué 

cultivos sembramos, dónde y qué semillas 

utilizamos para ello, sin depender de los 

grandes productores agroindustriales. 

Los costos ambientales y energéticos de las dietas modernas basadas en alimentos 
industrializados son muy altos, dice el dr. José Sarukhán. Carlos Ramos Mamahua



20 DE JULIO DE 2019 13sAberes

CONVERSACIÓN CON ELENA ÁLVAREZ-BUYLLA

Igualdad sustantiva y saberes 
y comunalidad indígenas 

Julio Moguel

L
a directora del Consejo 
Nacional de Ciencia y 
Tecnología, Elena Ál-
varez-Buylla, pone los 
acentos donde deben 

ponerse y se enfrenta sin pro-
blema alguno a dos temas que le 
planteamos en una conversación 
reciente. El primero remite al ru-
bro de la equidad de género o la 
igualdad sustantiva, concepto y 
temática que ha sido abordado 
sin lugar a dudas desde el go-
bierno con cierta pertinencia, 
pero no, en mi opinión, con la 
contundencia y claridad que se 
requiere. El segundo se ubica en 
la forma en que deba o pueda 
tratarse, también en concepto y 
en el aterrizaje político, la temá-
tica de la “ciencia y la tecnología” 
de cara a los “saberes origina-
rios” o a los saberes y patrimo-
nios indígenas. Platicamos con 
ella en torno a ambos aspectos, 
aprovechando la oportunidad 
para ampliar la conversación en 
algún otro punto. 

¿Cuál es el balance y los proyec-
tos que en el tema de género y de 
políticas de igualdad sustantiva 
se plantea el Conacyt?

En ese tema nos hemos encon-
trado con algunas desagradables 
sorpresas. Se tiene, por ejemplo, 

un programa de estancias pos-
doctorales para mujeres indíge-
nas, lo que sin duda es relevante. 
Pero resulta que sólo 6 mujeres 
indígenas participaban en el 
programa. 

Por otro lado, nos encontramos 
con que la brecha entre hombres y 
mujeres en la estructura heredada 
del Sistema Nacional de Investiga-
dores (SIN) es significativamente 
negativa. Resulta que el SNI tiene, 
en sus primeros niveles (es decir, 
en el nivel de candidato, o en el 
nivel número 1) una relación en la 
que el 50% son mujeres y el 50% 
son hombres; pero cuando se llega 
al nivel 3, que está constituido por 
2493 miembros, sumado a ello los 
Eméritos, resulta que menos del 
20% son mujeres.

Hay que reducir esta brecha de 
manera sustancial. Las mujeres 
y los hombres tenemos aporta-
ciones complementarias que hay 
que valorar. Esta brecha de géne-
ro no remite sólo a una exigen-
cia básica de equidad, sino que 
redunda en serios problemas en 
cuanto a cómo se piensa, y cómo 
se enseña la ciencia. 

Nuestro programa de becas se 
desarrolla con una política de in-
clusión que apunta hacia un es-

quema de igualdad sustantiva. Y 
que pretende dar cobertura, ade-
más, a aquellas personas que por 
una razón u otra se encuentran 
en condiciones de desventaja es-
tructural en la materia. 

Has hablado en varios momentos 
de los saberes indígenas y de las co-
munidades campesinas; y has dado 
significativa relevancia en tus res-
puestas al tema de las relaciones 
comunitarias y el trabajo en comu-
nidad. Se implica en lo que dices la 
idea de la pluralidad o pluricultu-
ralidad; y el de concepciones que 
vienen desde los mundos rurales y 
que enriquecen el desarrollo de las 
humanidades, la ciencia y la tecno-
logía. ¿Podrías abundar sobre ello?

En el mundo indígena se encuen-
tra un conocimiento de compro-

miso, de pertenencia con el otro, 
con la naturaleza, donde uno de 
los valores que más aprecian es el 
valor de compartir: cuando vas a 
las comunidades siempre te dan 
algo, aunque sea poquito; de eso 
escogen lo mejor y te lo brindan. 

Desde esos espacios comunitarios 
se desarrollan procesos cognitivos 
con bases epistemológicas que, 
aunque no se formalicen, tienen 
una significativa profundidad y 
son –o deberían ser– útiles para el 
desarrollo global del país. “Hacer 
milpa”, por ejemplo, analizado por 
Armando Bartra, no se refiere a un 
policultivo adecuado para aprove-
char al máximo los recursos escasos 
que el campesino tiene a la mano. 
El tema no implica fundamental-
mente que con ello se potencien 
productividades y ganancias, sino el 

desarrollo de un sistema agroeco-
lógico que presupone el sentido de 
comunalidad y de respeto y cuida-
do a la naturaleza. Pero es también 
un sistema productivo que provee 
una dieta saludable, con alimentos 
no sólo sanos sino culturalmente 
pertinentes. “Hacer milpa” implica 
un contacto con la naturaleza mu-
cho más complejo, holístico, conti-
nuo, respetuoso. Es producto de esa 
sabiduría milenaria que sigue muy 
viva en el país. 

Queda por discutir cómo favo-
recer y desarrollar bien esos co-
nocimientos ancestrales. Cuidar, 
por ejemplo, que al dar a conocer 
o difundir esos saberes no este-
mos ayudando a los procesos en 
curso de despojo. Habría que de-
sarrollar una red de repositorios 
de saberes, pero también de me-
canismos de regulación que re-
conozcan esta riqueza; y cuidar 
de no meter esa economía a ló-
gicas de privatización. El tema es 
extremadamente complejo, pues 
surge naturalmente la pregunta: 
¿cómo proteger ese conocimien-
to? ¿Van a ser bienes nacionales o 
bienes autónomos? No tengo res-
puestas frente a ello. En cualquie-
ra de los casos, es decisivo que lo 
que se defina no ponga en peligro 
el quehacer autónomo y el nivel 
de bienestar de las comunidades 
campesinas, ni la libre determi-
nación y autonomía de los pue-
blos y comunidades indígenas.

Creo muy importante desarro-
llar una política generacional de 
integración sin que se pierda la 
diversidad; y sin que se pierdan 
esas múltiples voces y perspecti-
vas de los pueblos originarios de 
México. Y mantener un cuidado 
especial en que se proteja la in-
tegralidad de sus territorios, que 
no son sólo territorios geográfi-
cos, sino territorios bioculturales 
muy complejos. Es por todo ello 
que estamos comprometidos con 
la formación de una dirección de 
ciencia comunitaria.   

Como he dicho en otro momen-
to, nos anima que se perfile en 
México una política plural, le-
jana a la idea del pensamiento 
único. Porque, lo que en realidad 
tenemos en México no es “una” 
ciencia o “una” técnica. En mi ca-
minar por territorios indígenas y 
campesinos, en el desarrollo de 
mis investigaciones, he encon-
trado la profundidad del carác-
ter sistémico, místico y generoso 
del quehacer científico, cogniti-
vo, epistemológico y filosófico de 
las comunidades tradicionales; 
tienen éstas una gran riqueza 
de saberes que no ha sido bien 
direccionada en favor del país y 
del mundo. Queremos vincular 
en forma estrecha las ciencias y 
las técnicas con el conocimien-
to humanístico y social, dejando 
atrás ideas tecnocráticas y de un 
pragmatismo excesivo.

VERSIÓN COMPLETA EN LÍNEA >>

En el mundo indígena se encuentra un 

conocimiento de compromiso, de pertenencia 

con el otro, con la naturaleza, donde uno de 

los valores que más aprecian es el valor de 

compartir: cuando vas a las comunidades 

siempre te dan algo, aunque sea poquito; 

de eso escogen lo mejor y te lo brindan. 

“Nos anima que se perfile en México una política plural, lejana a la idea 
del pensamiento único”, dice la dra. Elena Álvarez. Roberto García Ortiz
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La agricultura 
sustentable, 
al rescate del 
campo y de la 
productividad

Redacción

Experiencias en el centro y norte de Sinaloa eviden-
cian efectos rápidos en mayor rendimiento de tone-
ladas por hectárea y recuperación de la salud del 
suelo. Productores de granos son los protagonistas y 
apasionados promotores de tecnologías amigables 
con el medio ambiente; los efectos: en el ingreso ru-
ral, en la preservación y cuidado de los recursos sue-
lo y agua y en una oferta alimentaria saludable en la 
mesa de los consumidores.

En el marco de la Cuar-
ta Transformación, la 
Secretaría de Agricul-
tura y Desarrollo Ru-
ral (SADER), y parti-

cularmente la Subsecretaría de 
Alimentación y Competitividad, 
tiene el reto y la tarea de impul-
sar la autosuficiencia alimenta-
ria. Uno de los programas es-
tratégicos, Producción para el 
Bienestar –que sustituyó con 
sustanciales modificaciones 
a Proagro/Procampo– otorga 
apoyos directos a productores 
de granos de escala pequeña 
y mediana, los cuales se entre-
gan, por primera vez, de ma-
nera anticipada a las siembras. 
El programa tiene otras líneas 
de acción que son novedosas, 
como son los apoyos a 250 
mil productores de maíz, frijol 
y milpa de comunidades indí-
genas de alta y muy alta mar-
ginación, y a cafetaleros y ca-
ñeros. Una vertiente adicional 
estriba en el acompañamiento 
técnico, que asume como ele-
mento prioritario el impulso a 
la innovación tecnológica, con 
orientación particular hacia la 
agricultura sustentable. La gran 
apuesta es elevar la producción 
y oferta alimentaria con prác-
ticas agrícolas respetuosas del 
medio ambiente. Este texto 
muestra parte de las experien-
cias exitosas en esta materia 
visitadas por la Subsecretaría, y 
que son parte ya del bagaje que 
habrá de divulgarse a lo largo 
de la República.

Una revolución tecnológica está 
en marcha en el campo mexi-

cano. Es un movimiento trans-
formador hacia la agricultura 
sustentable, y aunque pareciera 
impensable a primera vista, Si-
naloa, estado caracterizado por 
su producción intensiva usuaria 
de agroquímicos, participa en 
ella.

Productores graneros de peque-
ña y mediana escala del centro 
de la entidad experimentan en 
sus tierras un aumento signifi-
cativo e inmediato, de un año 
a otro, en sus rendimientos por 
hectárea, y lo más importante, 
dicen ellos, observan un recupe-
ración en la salud de sus suelos 
y obtienen cosechas que pue-
den consumir ellos, sus familias 

y sus compradores con toda la 
confianza de que son saludables, 
libres de tóxicos.

En la región de El Tamarindo, 
del Valle de Culiacán, Miguel 
Arturo Gastélum y Francisco 
Román León producen maíz. 
Ambos decidieron dejar de lado 
los agroquímicos y adoptar una 
serie de prácticas que son parte 
del Manejo Integrado de Cultivos 
Inducidos (MICI), guiados por el 
científico Juan José Valdespino, 
promotor de este esquema.

Elementos clave de su labor son 
una serie de aparatos y tecnolo-
gías para diagnosticar la condi-
ción general de suelos y plantas, 
y otros para medir la salud o de-
gradación y toxicidad de los sue-
los: el medidor de compactación 
de suelos (conocido por los pro-
ductores como penetrómetro), el 
potenciómetro (conocido colo-
quialmente como peachímetro, 
que mide acidez/alcalinidad), el 
conductómetro (para ver la con-
ductividad eléctrica) y uno más 
para registrar el potencial de 
óxido reducción. En el Valle de 
Culiacán los productores acce-
den a estos aparatos por medio 
de una parafinanciera propiedad 
de agricultores, denominada Im-
pulso Rural. 

Miguel comenta que empezó 
con sus procesos de agricultu-
ra sustentable hace dos años y 
medio, teniendo un problema 
serio: “este suelo era práctica-
mente duro, una piedra”. Con los 
preceptos de MICI, aplicó ácidos 
y microbiología a su suelo para 
descompactarlo y equilibrar su 
PH y elevó sus rendimientos de 
siete a 13 toneladas por hectá-
rea en el primer año. Ha deja-
do de usar el herbicida glifosato 
y utiliza un poco de fumigante 
químico aunque pronto dejará 
de usarlo. En estos tres años ha 
incorporado otros elementos del 
MICI, como es la microbiología, 
el control biológico de plagas y 

el uso de aparatos y tecnologías 
mencionados arriba.

Además, las fases de la luna 
le brindan señales precisas de 
cómo realizar la nutrición de 
suelo y planta. “Cuando la luna 
está aguas arriba, dice, la plan-
ta succiona todos los nutrientes 
de la raíz hacia su interior y todo 
aquel fertilizante o microbiolo-
gía debe aplicarse en el riego, y 
cuando la luna está aguas aba-
jo, la sabia circula de arriba ha-
cia abajo y los nutrientes entran 
aplicados foliarmente hacia la 
raíz”.

El productor señala que los efec-
tos de las prácticas sustentables 
se ven inmediatamente. “Hoy 
mis plantas tienen una altura 
de casi tres metros; cuando este 
suelo tenía problemas alcanza-
ban apenas unos dos metros, el 
maíz quedaba pequeñito. Yo le 

echaba el mejor fertilizante que 
había en el mercado, y ni así; el 
problema no era el fertilizante, 
era el suelo. El brinco que di en 
rendimientos fue lo que me con-
venció más que nada.

“La microbiología me ayuda mu-
cho en el control de plagas; sí he 
tenido, pero mucho menos. Creo 
que el año que viene ya no fumi-
garé. Les digo a los compañe-
ros que se animen a aplicar este 
sistema. Es algo bien sencillo. 
Al principio, de ver tanta cosa, 
yo decía ‘¿cómo le voy a hacer?’ 
Solo se va dando, es cuestión 
de capacitación. Todos los insu-
mos los consigo en Culiacán e 
imagino que en otros lugares es 
igual. O está la opción de produ-
cir uno mismo la microbiología; 
no es complicado instalar una 
biofábrica”.

VERSIÓN COMPLETA EN LÍNEA >>

Francisco Román.

Mario Urías.

¿De dónde surgió el MICI? 
El MICI es complemento del 
modelo Agricultura Campe-
sina de Conocimientos Inte-
grados (ACCI), que ha venido 
conformándose y enrique-
ciéndose desde hace unos diez 
años a partir de la experiencia 
de organizaciones de la Aso-
ciación Nacional de Empresas 
Comercializadoras de Produc-
tores del Campo (ANEC) pre-
sentes en Nayarit, Michoacán, 
Guanajuato, Chiapas, entre 
otras. El modelo ACCI-MICI 

combina el conocimiento y la 
observación de los producto-
res con el análisis de científi-
cos y especialistas en campo 
y laboratorio; parte del cono-
cimiento de los procesos de 
crecimiento de las plantas en 
interacción con el suelo y el 
medio ambiente y echa mano 
de herramientas científicas 
(química, física, biología y nu-
trición mineral) para interve-
nir en esos procesos.

Parte de esta información puede verse en: 

www.youtube.com/watch?v=BLiWinEu4r4, 

www.youtube.com/watch?v=3gG7eXRGxvY&t=42s, 

www.youtube.com/watch?v=PFY-3gzZBks

Para obtener mayor información de la labor de Sader en este 
tema, llame al 3871 1000 ext. 33643 o envíe un mensaje a: 
hector.robles@sader.gob.mx
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Al bienestar 
por la ruta de 
la milpa

Pablo A. Fregoso Rojas  Proasus-Cesoi 

C
uando nos acercamos 
en 2009 a la utilización 
de la milpa como el ve-
hículo para atender los 
desequilibrios en el in-

tercambio desigual de familias 
cafetaleras con los intermediarios 
que pagaban el café de los peque-
ños productores con maíz del que 
los productores eran deficitarios, 
no nos imaginábamos el poten-
cial que este sistema productivo 
tendría como eje para articular 
un conjunto de intervenciones 
que combinan dos elementos cru-
ciales para enfrentar la realidad 
actual: promover una agricultura 
climáticamente inteligente para 
la construcción del bienestar fa-
miliar en un sentido amplio.

Hace un año, hicimos una sín-
tesis  de los logros del trabajo 
desarrollado por Proasus (Pro-
motores del Autodesarrollo Sus-
tentable de Chiapas, S.C. de R.L. 
de C.V.)  en la promoción y es-
tablecimiento de un conjunto de 
experiencias llevadas a cabo en 
diversos municipios del estado 
de Chiapas a lo largo de casi diez 
años utilizando el sistema deno-
minado Milpa Intercalada con 
Árboles Frutales (MIAF), que 
en el camino ha incorporado la 
sostenibilidad ambiental y las 
prácticas amigables con la bio-
diversidad, con lo que se trans-

formó en una iniciativa de mayor 
alcance al añadirle el aspecto de 
la diversificación, al grado que 
ahora sea posible denominarla 
Milpa Intercalada con Árboles 
Frutales Diversificada (MIAF-D).

Promover este sistema pro-
ductivo ha tenido efectos en la 
productividad y en la diversifi-
cación de las parcelas, que sig-
nifican mayor capacidad de los 
productores para fortalecer su 
seguridad alimentaria y obtener 
ingresos adicionales, además de 
otros resultados asociados a la 
sostenibilidad ambiental como 
la retención de suelo y la hume-
dad, efectos que no se han podi-
do cuantificar adecuadamente.

Para que tales transformacio-
nes puedan darse, un elemento 
clave es la forma de establecer 
la relación de trabajo con las fa-
milias que participan; se trata 
de construir una relación desde 
la confianza, en el trato, en las 
capacidades, en donde la parti-
cipación de las mujeres es clave. 

El acercamiento más significa-
tivo a las familias ha provenido 
de partir del establecimiento de 
pequeños módulos para la pro-
ducción de hongos seta, en don-
de destaca el hecho de que es un 
producto altamente consumido 

por las familias atendidas, que 
exige relativamente de pocos 
activos y de no mucho traba-
jo adicional, que produce en un 
tiempo muy corto, además de que 
los excedentes encuentran en el 
mercado local la posibilidad de 
venderse y generar ingresos adi-
cionales para las mujeres. La ob-
tención de resultados rápidos y 
tangibles, genera en las familias 
la certeza de que es posible avan-
zar en la mejoría de su condición 
de vida, lo que ha sido determi-
nante para que otras familias se 
sumen al proyecto. 

Asimismo, ha sido la base para 
desarrollar un proyecto de ma-
yor trascendencia: las parcelas 
de Milpa Intercalada con Árboles 
Frutales Diversificada (MIAF-D), 
en donde la participación fami-
liar se ha ampliado. 

Ambas actividades han reque-
rido de trabajar en la mejora de 
las capacidades productivas de 
las familias. En el caso de la pro-

ducción de hongo, si bien no es 
un proceso técnicamente com-
plejo, ha supuesto un proceso de 
formación que va desde la cons-
trucción del espacio en donde se 
cultiva el hongo, pasando por la 
elaboración del sustrato donde 
se inocula la semilla y las prác-
ticas de cuidado y cosecha. Esta 
práctica se desarrolla sobre un 
sustrato constituido por esquil-
mos agrícolas, subproductos que 
ahora son apreciados, pues los 
tienen que almacenar luego de la 
cosecha del maíz y el frijol, para 
sostener la producción a lo largo 
del año, además de que se ha evi-
tado la práctica de la quema.

El establecimiento del MIAF-D ha 
sido más complejo, pues requiere 
de la adopción de algunas prácti-
cas que cuestionan las formas de 
producción cotidianas de los pe-
queños agricultores, pero que se 
han ido introduciendo con respeto 
a los tiempos y las formas de apren-
dizaje campesino, que se asientan 
principalmente en la práctica y la 

evidencia empírica. Hemos podido 
ver cómo el cambio en la densidad 
de siembra del maíz, por ejemplo, 
se ha tenido que acreditar median-
te el establecimiento de parcelas 
paralelas en las que una se siembra 
con la forma tradicional y otra con 
las nuevas técnicas. La demostra-
ción se traduce en la inmediata 
adopción del nuevo sistema.

La incorporación de prácticas 
como la retención de suelo y 
agua que se traduce en mejores 
rendimientos y mayor diversidad 
de especies en la parcela que sig-
nifica una inmediata mejora ali-
menticia, también se ha hecho 
una práctica. La incorporación 
de pequeñas ollas de agua que 
permiten regar las y aumentar su 
producción es otra práctica que 
empieza a adoptarse.

Cada vez se dispone de mayor 
evidencia de que se han mejora-
do las unidades productivas de 
las familias participantes, per-
mitiendo la generación de ali-
mentos en diferentes épocas, así 
como de algunos excedentes para 
el mercado de corto recorrido. 
Disponer de pequeñas obras de 
riego ha permitido la producción 
diversificada de hortalizas, inclu-
so durante la época de estiaje.

También se está produciendo una 
trasformación del paisaje caracte-
rizado por una mayor diversidad de 
plantas mediante la conservación 
in situ de semillas, plantas y ma-
terial genético que forma parte de 
la biodiversidad mexicana y patri-
monio cultural de las comunidades 
rurales. Ahora se pueden acreditar 
servicios ambientales en alrededor 
de 25 hectáreas que cultivan las 70 
familias que forman parte de esta 
experiencia (las parcelas tienen 
una extensión promedio de media 
hectárea) y que constituyen ya una 
referencia para otras familias inte-
resadas en mejorar su calidad de 
vida a través de la adopción de este 
sistema productivo.

VERSIÓN COMPLETA EN LÍNEA >>

Parcela diversificada. CONABIO, Aldama, Chiapas

Generación de alimentos. PROASUS, Aldama, Chiapas
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Bosques para la gente: 
recuperar la política forestal

Francisco Chapela Asesor Estudios Rurales y Asesoría Campesina, A.C.

L
a Ley General De Desa-
rrollo Forestal Sustenta-
ble (LGDFS) define que 
el “Desarrollo Forestal 
Sustentable” debe ser la 

política para las zonas forestales 
de México. Por Ley, el gobierno 
debe promover un “Proceso eva-
luable y medible mediante cri-
terios e indicadores de carácter 
ambiental, silvícola, económico 
y social que tienda a alcanzar 
una productividad óptima y sos-
tenida de los recursos forestales 
sin comprometer el rendimiento, 
equilibrio e integridad de los eco-
sistemas forestales, que mejore el 
ingreso y la calidad de vida de las 
personas que participan en la ac-
tividad forestal y promueva la ge-
neración de valor agregado en las 
regiones forestales, diversifican-
do las alternativas productivas y 
creando fuentes de empleo en el 
sector.” (Art. 7- XXI). 

Pero en los hechos se aplica una 
política de facto que privilegia la 
explotación de las zonas de me-
jiros yacimientos de madera o 
“macizos forestales” y desatien-
de el resto, argumentando razo-
nes de conservación que no son 
reales.

La “productividad óptima y sos-
tenida” no se está logrando: los 
bosques bajo manejo formal son 
menos. La producción legal de 
madera disminuye. Los incen-
dios y la deforestación siguen 
imparables.

Un grupo de 6 organizaciones de 
productores, 5 organizaciones de 
la sociedad civil y una universi-
dad, convocaron a 91 participan-
tes de diversas organizaciones al 

taller nacional “Bosques para el 
Buen Vivir”, realizado en la co-
munidad zapoteca de Capulal-
pam de Méndez el 26 y 27 de 
octubre de 2018. Ahí se identi-
ficaron los problemas y obstácu-
los que enfrenta el sector social 
forestal y se elaboró una agenda 
de acciones para revertir la si-
tuación de deterioro de los bos-
ques y de las condiciones de vida 
de la gente. Reportamos aquí la 
problemática identificada en el 
taller. La agenda de acción será 
motivo de otro documento.

Se identificaron 4 retos 
fundamentales:

1 Superar el énfasis en los 
macizos forestales y el 
enfoque extractivista

La política de facto ha privilegia-
do el aprovechamiento para las 
industrias de la celulosa y papel, 
construcción, mueblera y para 
materiales de empaque. Ese én-
fasis desalienta el manejo fores-
tal sostenible en otros lugares, y 
hace que el uso del suelo hacia 
actividades no forestales se vuel-
va más atractivo, reduciendo las 
oportunidades de desarrollo 
económico basado en el bosque 
en la mayor parte de México. La 
concentración es tal, que en so-
lamente Durango, Chihuahua y 
Veracruz se obtiene el 56% del 
producto nacional (tabla 1).

El candidato Peña Nieto se com-
prometió “por escrito” a duplicar 
la producción de madera duran-
te su sexenio. Pero, según la Se-
marnat, inició con 5.9 millones 
de metros cúbicos y en 2016 iba 
solamente en 6.7.

No ha sido posible “alcanzar una 
productividad óptima y soste-
nida de los recursos forestales 
sin comprometer el rendimien-
to, equilibrio e integridad de los 
ecosistemas forestales, que mejo-
re el ingreso y la calidad de vida 
de las personas”.

2 Lograr acceso a un 
financiamiento 
adecuado

La política de facto ha distor-
sionado a las instituciones fi-
nancieras. En el sector forestal, 
tal parece que los productores 
no desean contraer crédito y 
los bancos no quieren prestar. 
Ante la falta de esquemas de 
previsión, como pudieran ser los 
fondos de inversión y el asegu-
ramiento, para las comunidades 
forestales el riesgo y las implica-
ciones del no pago son enormes. 
Por ejemplo, un deslizamiento de 
tierras impedirá el acceso a las 
zonas de cosecha y la venta de 
madera por semanas. Reparar el 
camino puede costar millones de 
pesos. Para los bancos, las comu-
nidades forestales no son buenos 
sujetos de crédito, pues no tienen 
garantías suficientes que ofrecer. 
Si bien esas comunidades cuen-
tan normalmente con un capital 
natural importante (la madera 
en pie), ningún banco ha acep-
tado eso como garantía para un 
crédito.

En lugar de fomentar los esque-
mas formales de ahorro y prés-
tamo y productos financieros 
adecuados, el gobierno canalizó 
miles de millones de pesos en 
subsidios a cadenas productivas 
que no producen, reforestacio-
nes que no prosperan y pago por 
servicios ambientales que no se 
prestan.

3 Desarrollar un nuevo 
concepto de empresa 
forestal

Las organizaciones de produc-
tores y las organizaciones socia-
les rurales en México y América 
Latina tienden a ubicarse en los 
extremos, cuando se trata de 
definir una postura respecto al 
papel de las empresas sociales fo-
restales (ESF). Algunos conside-
ran que pensar en una empresa 
forestal equivale a mercantilizar 
a la naturaleza y al patrimonio 
de la comunidad, y ponerlo a 
merced de las fuerzas del capita-
lismo salvaje. Para otros, las ESF 
son la mejor fuente de negocios 
e ingresos de la comunidad, pero 
dicen que deben ser capitalistas 
despiadadas, maximizar sus ga-

nancias y generar riqueza, con la 
esperanza de que una vez obte-
nidas las ganancias, fluirán con 
el tiempo por la economía local 
y habrá bienestar social, medi-
do en términos de ingresos per 
cápita.

Entre los dos extremos, falta una 
visión clara del propósito de las 
ESF y qué requieren para florecer 
y multiplicarse. Mientras tanto, 
las ESF están estancadas y en 
algunos casos desvaneciéndose.

4 Desarrollar nuevos 
mercados

El enfoque centrado en pocos 
macizos forestales, la falta de 
productos y sistemas financieros 
adecuados a los niveles de ries-
go de las ESF y la poca claridad 
de las propias ESF sobre su papel 
en el desarrollo de la comunidad, 
les ha impedido desplegar creati-
vidad e iniciativa en el desarro-
llo de los mercados. Aparte de 
los mercados convencionales, en 
los que las comunidades fores-
tales tienen poca participación 
y control, se han atendido poco 
otras áreas de mercado que tie-
nen demanda importante, como 
son la de mueble popular (DIY), 
sistemas de vivienda mediante 
auto-construcción, o la de ma-
terias primas para precursores 
químicos, entre otras.

Al no generar beneficios socia-
les y no contribuir tangiblemen-
te a mejorar el nivel de vida, se 
pierden y degradan los bosques 
en México. Es un círculo vicioso 
de empobrecimiento ecológico y 
social.

Los retos mencionados son in-
gredientes de un síndrome de 
desinterés de la población local 
por el cuidado de los bosques. 
Hay una percepción creciente de 
que el manejo y protección fo-
restales son asunto de técnicos 
e instituciones especializadas, 
lo cual provoca que en las loca-

lidades forestales la gente pier-
da interés en el cuidado de los 
bosques. Mientras el gobierno 
concentra más atribuciones, se 
inhiben las iniciativas locales de 
cultivo del bosque. Con esta lógi-
ca, la deforestación se concentra 
fuera de los macizos y se da en el 
sur-sureste. Al paso que vamos, 
Yucatán, Campeche, Quintana 
Roo, Chiapas, Veracruz y Tabas-
co podrían perder prácticamente 
toda su cubierta arbolada en los 
próximos 50 años, según datos 
del Observatorio Forestal Mun-
dial (GFW, tabla 2). 

El reporte de incendios de la 
Conafor indica que el 50% se 
dieron fuera de los macizos y 
curiosamente en donde hay 
más oportunidades de organi-
zación social: Estado de Méxi-
co, Michoacán, CDMX, Jalisco 
y Chiapas concentran más de la 
mitad de los 6,506 incendios re-
portados al 13 de junio de 2019. 
En Nayarit, Guerrero, Oaxaca, 
Durango, y Jalisco, se afectaron 
248,300 hectáreas (51% del to-
tal nacional). En Durango, Ja-
lisco, San Luis Potosí, Oaxaca y 
Michoacán, se quemaron 15,957 
hectáreas de arbolado adulto y 
renuevo, 56% del total nacional.

Durante el sexenio de Peña Nie-
to se debió avanzar en detener 
la deforestación, para llegar a 
0% en el año 2025. Eso se ve di-
fícil de alcanzar. Mientras que 
en el año 2000 la pérdida era 
de 158,000 hectáreas según el 
GFW, a fines del sexenio había 
SUBIDO a 299,000 hectáreas.

En el aspecto social, desaten-
der el desarrollo de formas de 
aprovechamiento sostenible en 
la mayor parte de las áreas fo-
restales del país, ha dado como 
resultado un estancamiento en 
las metas de desarrollo social 
en las zonas forestales, que ha 
ido de la mano de una degra-
dación y pérdida de las áreas 
arboladas.•
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HABLA FERNANDO CELIS CALLEJAS

Incertidumbre y molestia: 
la voz de los cafetaleros 
El padrón de productores de café en México sigue 
creciendo. Hace más de una década, el último pa-
drón con geoposicionamiento satelital que levanto 
ASERCA llegó a 511 mil productores y 680 mil hec-
táreas con café. En años recientes se siguen divi-
diendo los terrenos con café; más mujeres tienen 
pequeños predios con café y, desde el 2016, con los 
apoyos fiscales para la renovación de cafetales de-
bido a las afectaciones por la roya, se permitieron 
las solicitudes solo con una constancia de posesión 
de terrenos con café expedida por las autorida-
des locales. Actualmente con el anuncio de que los 
apoyos de 5 mil pesos serán por productor, se ano-
tan más personas con predios pequeños con café. 
Por otra parte, están los anuncios de la siembra de 
café en 200 mil hectáreas en el sexenio del progra-
ma “Sembrando vida”. Hay una tendencia de mayor 
minifundismo, con más indígenas y mujeres como 
productores de café. ¿Cuántos productores de café 
habrá al final del sexenio?

C
on la formación de la 
Coordinadora Nacio-
nal de Organizaciones 
Cafetaleras (CNOC) 
en 1989 y en alianza 

con grupos cafetaleros de otras 
organizaciones campesinas que 
se llamaban independientes, a 
partir de 1993 se rompió el es-
quema de representación corpo-
rativa de los cafetaleros ligado a 
los gobiernos priistas. 

Con la participación solo de or-
ganizaciones cafetaleras se ini-
ció una coordinación gremial y 
plural para la gestión conjun-
ta de las políticas cafetaleras y 
la instrumentación de los pro-
gramas de apoyo. Esta acción 
conjunta se dio hasta el 2011 y 
se ha retomado en el 2018 con 
una coordinación entre el Sis-
tema Producto Café Nacional y 
Sistemas Estatales en que par-
ticipan muchas organizaciones 
regionales y locales que no son 
miembros de organizaciones 
nacionales: la Conaprocafé, en 
la que participan grupos cafe-
taleros ligados a la UNORCA; 
UGOCEP, El Barzón y otros, la 
CNOC y la Unión de Productores 
de Café de la CNC. Nuevamente, 
de manera conjunta se presen-
tan planteamientos de políticas 
cafetaleras y programas.

Con la crisis de bajos precios de 
1989 a 1994 quebraron la ma-
yoría de las organizaciones que 
comercializaban e incluso ex-
portaban café convencional. En 
la CNOC varias organizaciones 
se orientaron a producir café 
orgánico y ventas en el llamado 

Comercio Justo y son los que han 
logrado sostenerse como expor-
tadores. En años recientes se ha 
ido adquiriendo más experiencia 
en la comercialización y venta de 
café también a través de cafete-
rías y otros puntos de venta. Se 
han generado experiencias im-
portantes en la diversificación 
de proyectos como la vivien-
da y productos como la miel y 
otros, cuentan con organismos 
de ahorro y préstamo y de finan-
ciamiento. Para esto se han for-
mado diferentes figuras morales 
que han servido para acceder 
también a los recursos del pro-
grama PIAC del 2016 al 2018. 

Desde la CNOC se ha jugado un 
papel importante en la forma-

ción del FIRCAFE que para el 
2018 contaba con cerca de mil 
millones de pesos de 320 mil 
productores aportantes. Este 
fondo se formó con las aporta-
ciones de los productores y su 
objetivo era apoyar cuando los 
precios estuvieran bajos. Hasta 
junio del 2019 se habían regresa-
do 520 millones de pesos a unos 
110 mil productores aportantes.

En los meses previos a la elec-
ción presidencial de julio del 
2018, se le explicó a quienes 
habían sido propuestos para el 
gabinete de López Obrador, que 
el mayor problema que enfren-
tarían si ganaban era la fuerte 
baja de precios del café pagado 
a los productores. Sobre esto se 

planteó que continuara el pro-
grama de apoyo fiscal para la 
renovación de cafetales y que au-
mentaran los recursos para in-
cluir hasta 250 mil productores, 
además se estableciera un apo-
yo fiscal compensatorio por los 
bajos precios de 1800 millones 
de pesos y con esto se apoyara 
a la mayoría de los productores 
de café.

Algunas cuestiones importantes 
en los pasados meses son:

1Nuevas plantaciones de 
café robusta para abas-
tecer a la Nestlé. En di-

ciembre del 2018 se anuncia des-
de la Presidencia la inversión de 
la Nestlé para una nueva fábrica 
de café soluble en el puerto de 
Veracruz. No era algo nuevo, ya 
que esta planta se había anun-
ciado antes en Coatzacoalcos. 
Ante los comentarios hechos 
desde la CNOC, un funcionario 
del gobierno de Veracruz detalló 
lo que pretendía la empresa: se 
sembrarían a nivel nacional 150 
mil hectáreas de café robusta y 
80 mil en Veracruz con un ren-
dimiento de unos 50 quintales 
por hectárea. El gobierno ubi-
caría los terrenos, organizaría a 
los productores y les proporcio-
naría subsidios para las plantas 
de café, asistencia técnica, crédi-
tos y apoyo en la negociación de 
los precios de venta con Nestlé. 
Ante las protestas de los produc-
tores, desde el gobierno estatal 
se citó a varios representantes 
de productores, les sacaron fotos 
y apareció en los medios como 
que declaraban que apoyaban el 
proyecto de la Nestlé y que re-
presentaban el 80% de los pro-
ductores de café del estado. Era 
claro el interés de los funciona-
rios de la Sader y Sedecop en Ve-
racruz de apoyar a toda costa el 
plan de la Nestlé.

Se generó un gran debate en 
los medios y fueron saliendo 
más datos, como el que la nue-
va planta sería para obtener 25 
mil toneladas de café soluble, 
que serían principalmente para 
la exportación y necesitaban un 
75% de café robusta, alrededor 
de 400 mil quintales. La cues-
tión era que la Nestlé habían 
sorprendido al gobierno y que-

ría que se subsidiara la produc-
ción de no menos de 5 millones 
de quintales de café robusta que 
en sus cuentas alegres era lo que 
necesitarían en el 2024, ya que 
triplicarían sus exportaciones 
de café soluble a Estados Unidos 
y otros países y por el aumento 
del consumo interno que calcu-
laban podría tener un porcen-
taje mayor de café soluble con 
robusta. Pensaban sustituir las 
importaciones de café robusta 
de unos 1.8 millones de sacos y 
la otra parte destinarla al consu-
mo interno.

Desde el sector productor de café 
se argumentó que un fuerte au-
mento de la producción de café 
robusta en México contribuiría 
a la sobreproducción mundial 
de este café de precios más ba-
jos y que era uno de los factores 
principales en la baja también 
de los precios de los cafés arábi-
gos. Además desplazarían cafés 
arábigos lavados mexicanos en 
el consumo nacional. Que se-
ría una competencia desleal de 
menores precios al consumidor 
cuando estaba disminuyendo el 
porcentaje del café soluble en el 
consumo nacional.

El 15 de enero se realizó una 
manifestación en el parque cen-
tral de Xalapa con participación 
de productores de varios esta-
dos. Se consiguió una entrevista 
con los secretarios de la Sader y 
Bienestar Social el 25 de enero. 
En esta reunión los secretarios 
manejaron que no se subsidia-
rían las nuevas plantaciones de 
café robusta de la Nestlé. En los 
siguientes meses siguió la con-
troversia y desde el gobierno de 
Veracruz se siguió promoviendo 
el proyecto de la Nestlé.

Después se supo que en el pro-
grama “Sembrando Vida” se apo-
yarían 7000 hectáreas con café 
robusta con sombra y serían para 
sustituir importaciones y cubrir 
la demanda de la Nestlé. Esta si-
tuación ha generado una imagen 
en buena parte de los produc-
tores de que empresas como la 
Nestlé siguen teniendo una fuer-
te influencia en los funcionarios 
y en las políticas para el café.

VERSIÓN COMPLETA EN LÍNEA >>

Entre los cafetaleros y las organizaciones 

hay desconcierto e incluso molestia por 

la manera en que se dan privilegios a la 

empresa Nestlé, la desarticulación en 

los programas para café entre diferentes 

dependencias y los pocos avances que 

hay en las demandas centrales que se 

plantearon al secretario de Agricultura.

Fernando Celis. UCIRI
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El tsunami migratorio 
¿Quién mató a Oscar y Valeria?

Armando Bartra

A
penas da sus primeros pasos, 
pero la 4T ya enfrenta los gran-
des retos de la política exterior. 
Y el hombre para el que no exis-
tía el mundo y ni siquiera tenía 

pasaporte, llama fuertemente la atención 
por su firme, hábil  y eficaz manejo de los 
asuntos políticos externos.  

En el período de transición, López Obrador 
evitó que Peña Nieto concluyera a su modo 
la negociación del T-MEC, obligándolo a 
aceptar la participación de un representan-
te suyo, Jesús Seade, por cuya intervención 
se logró ratificar enfáticamente la sobera-
nía de México en lo tocante al petróleo y 
que la vigencia del tratado fuera de 16 años 
y no de cinco como pretendía Trump. 

En el caso de la fracasada ofensiva de los 
EU y de la OEA contra el gobierno legí-
timo de Venezuela y a favor del golpe de 
Guaidó, México sostuvo contra viento y 
marea la política de no intervención sus-
tentada en la llamada doctrina Estrada y 
con Uruguay impulsó un mecanismo de 
negociación. 

En el peliagudo caso de los migrantes y 
la amenaza de Trump de gravar progresi-
vamente las importaciones mexicanas si 
no nos plegábamos a su política, México 
mantuvo sin variación su planteo de fon-
do: contrarrestar las causas mediante un 
programa de desarrollo para el sureste y 
Centroamérica. Proyecto que en nuestro 
país ya arrancó con Sembrando Vida Mi-
grante, Emergencia Social, Viveros Fores-
tales y Sistema Producto-Empresas. 

De cobertura mesoamericana, el dise-
ño del programa fue acompañado por la 
Cepal; se está concertando con los gobier-
nos de Guatemala, Honduras y El Salva-
dor; lo ven con simpatía la FAO y otras 
agencias de la ONU; cuenta con el apoyo 
de los mayores países europeos que ya 
aportaron recursos; fue recogido por el 
G-20 en la reciente reunión de Tokio y, a 
regañadientes, fue aceptado por EU.

En cuanto al creciente éxodo, México no 
modificó un ápice su política migratoria 
constitucional y su adhesión a los acuer-
dos internacionales al respecto. Postura 
consistente en abrir sus fronteras a quie-
nes solicitan asilo en el país, y ordenar 
mediante visas humanitarias y acompa-
ñamiento, a los que van en tránsito. 

Lo único adicional que ofreció -y ha venido 
cumpliendo- fue reforzar aceleradamente 
los controles en las franjas fronterizas, 
que antes eran insuficientes, laxos y, en lo 
tocante al INM, notoriamente viciados y 
corruptos. Porosidad y desorden que con 
las visas humanitarias y otras señales de 
paso libre, tuvieron un “efecto llamada” 
que incrementó dramáticamente el flujo 
humano, alentando a los promotores de 
caravanas, facilitando la acción criminal 

de los traficantes de personas y poniendo 
en riesgo la vida de los migrantes.

Estrategia compleja y difícil de implemen-
tar que ciertamente no  termina con el 
sufrimiento de los peregrinos, atrapados 
entre una Centroamérica inhabitable y un 
“sueño americano” que Trump se empe-
ña en transformar en pesadilla, pero que 
cuando menos lo atenúa.  

De hecho en el diferendo con México, el 
showman de la Casa Blanca  reculó.  Así 
lo reconoció Paul Krugman, Premio Nobel 
de Economía: “El presidente Trump cedió 
mientras fingía que ganaba”. Atrapado en-
tre su temeraria amenaza de imponer un 
5% de arancel a las importaciones mexi-
canas y la oposición que generó entre los 
empresarios estadounidenses, los exper-
tos y su propio partido, el bocón de Trump 
tuvo que tragarse sus palabras y aceptar 
que México siga haciendo lo que ya ve-
nía haciendo: en la frontera sur ordenar 
el ingreso de migrantes mediante visas 
humanitarias al tiempo que frena el indo-
cumentado, y en la frontera norte recibir 
por razones humanitarias  a quienes espe-
ran que se resuelva su solicitud de asilo en 
EU sin aceptar las implicaciones que ten-
dría ser tercer país seguro. Por su parte, 
aunque no ha definido plazos y montos, 
Trump tuvo que asumir la propuesta de 
México de atacar las causas de la migra-
ción mediante un programa de desarrollo. 

A los que con tal de seguir atacando a Ló-
pez Obrador dicen que nos plegamos a las 
exigencias gringas, no les importa hacerse 
eco del hueco triunfalismo de Trump.  Paul 
Krugman, en cambio, traduce así el discur-
so oculto tras los tuits del magnate: “Recibí 
tan poco a cambio de todas mis amenazas 

que tengo que inventar victorias imagina-
rias (no hubo trato en productos agrícolas)”.

Los exabruptos malinchistas de quienes 
proclaman que cedimos ignominiosamen-
te, no han sido sin embargo desmentidos 
pues, paradójicamente, abonan la causa 
de México. Y es que lo que Trump real-
mente buscaba no era gravar las impor-
taciones ni siquiera reducir efectivamente 
la migración que llega al Río Bravo, sino 
poder proclamar ante sus electores que 
él era el vencedor; que con sus desplantes 
de cantinero bravucón nos había metido 
miedo. Un precio muy bajo, que pagamos 
sin desdoro. 

Adelante don Trump; si necesita alardear 
frente a sus electores, alardee tranquilo y 
siga con su campañita por el voto… Enten-
diendo que el interés de Trump era mera-
mente comicial, México diseñó una jugada 
diplomática de filigrana: quebramos el 
cuerpo y el toro se fue tras de la capa.

Es posible que el éxodo inducido ceda -de he-
cho ya cedió significativamente-  pero segui-
rá el estructural. De modo que seguiremos 
teniendo que lidiar con un problema cuyos 
detonantes no están aquí sino en Centroa-
mérica y en EU. Culpabilizar del sufrimiento 
de los migrantes al gobierno de López Obra-
dor que decidió abordarlo como una cuestión 
humanitaria, es injusto o interesado. 

A todos sin excepción nos incumbe y es-
truja la muerte de Oscar y Valeria. Pero 
a la familia salvadoreña que cruzó Mé-
xico con visas humanitarias y llegó a un 
albergue de Matamoros para encontrarse 
con la frontera estadounidense cerrada, la 
mató la política migratoria de Trump, no 
la nuestra. •

Óscar y Valeria Martínez, un hombre salvadoreño de 25 años y su 
hija de casi dos años ahogados a orillas del río Bravo

Bajo la revolución / Autor: Jonathan Hernández Cruz /
Foto: Ana Gómez / Faro de Oriente / 2007
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¿Y los jornaleros?
Antonieta Barrón  Profesora Facultad de Economía, UNAM

E
l primer presupuesto 
de egresos del gobier-
no actual se elaboró 
“considerando las ca-
racterísticas sociales, 

económicas y culturales de la 
población objetivo, priorizando 
los principios de igualdad, no 
discriminación, interés supe-
rior de la niñez, integridad, in-
tegración familiar, igualdad de 
género, inclusión social de las 
personas con discapacidad, libre 
determinación de las comunida-
des indígenas…” (PEF 2019), de-
claración que podría suponerse 
incluye a los jornaleros agrícolas, 
sin embargo, no es así. 

En la reestructuración de la ac-
tual Secretaría de Bienestar, SB, 
desaparecieron algunos progra-
mas sociales, entre ellos las es-
tancias infantiles y el Programa 
de Atención a Jornaleros Agríco-
las, PAJA. 

El argumento para desapare-
cer algunos programas sociales 
fue, según Rodolfo de la Torre, 
director de Desarrollo Social 
del Centro de Estudios Espino-
sa Yglesias, que varios progra-
mas sociales tenían fallas y en 
algunos casos eran tantas, que 
ameritaban su desaparición. En 
ningún momento esta Secreta-
ría se planteó la reestructuración 
de los programas que, sin lugar a 
duda, desempeñaban un impor-
tante papel social, no obstante su 
mal manejo.

El PAJA nació en 2001, atendien-
do a jornaleros en 10 entidades 
del país, Sinaloa, Sonora, Baja 
California, Baja California Sur, 
Durango, Jalisco, Morelos, Pue-
bla, San Luis Potosí y Veracruz. 
En ese año el PAJA estimaba que 
había más de 800 mil jornaleros 
migrantes. 

El PAJA priorizó su atención en 
las zonas de atracción a partir de 
siete líneas de acción: 

VIVIENDA Y 
SANEAMIENTO 
AMBIENTAL

SALUD Y SEGURIDAD 
SOCIAL

ALIMENTACIÓN 
Y ABASTO

EDUCACIÓN, 
CULTURA Y 
RECREACIÓN

EMPLEO

CAPACITACIÓN Y 
PRODUCTIVIDAD 

PROCURACIÓN 
DE JUSTICIA

Líneas de acción que no cambia-
ron con el cambio de reglas de 
operación 

Con estos referentes, los promo-
tores llevaban a cabo todas sus 
acciones, fomentaron la creación 
de guarderías en los albergues 
para que las madres jornaleras 
llevaran a sus hijos desde las 5 
de la mañana; lograron que los 
patrones aportaran los alimen-
tos de los niños y el pago de 
cuidadoras.

Promovieron que CONAFE les 
diera clases a los adolescentes 
en los campos agrícolas, que las 
mujeres jornaleras se atendiera, 

llevarlas a los hospitales a pa-
rir, el traslado de algún enfermo 
o muerto, además de dar becas 
para estudiar a los hijos de jor-
naleros migrantes y apoyo en el 
traslado de las zonas de expul-
sión a las zonas de atracción. 

En las regiones de origen de los 
jornaleros el Programa vigilaba 
que los jornaleros migraran en 
condiciones de seguridad, regis-
traba las empresas de destino, si 
había algún accidente se encar-
gaba de apoyar a los jornaleros 
para resolver las dificultades que 
se presentaban. 

En materia de procuración de 
justicia, durante el tránsito mi-
gratorio, principalmente en el 
caso de los indígenas, se presen-
taban muchos casos de violación 
de los derechos de los jornale-
ros y sus familias; la carencia 
de actas de nacimiento, que los 
acreditara como ciudadanos 
mexicanos, propiciaba y pro-
picia que con frecuencia se les 
niegue el acceso a determinados 
servicios públicos, haciéndoles 
más susceptibles a los abusos y 
despojos, situación que se agra-
va por el desconocimiento que 
tienen los jornaleros de sus de-
rechos civiles y de las instancias 
a las que pueden acudir para su 
defensa”.

Alguna violación a sus derechos, 
un patrón que no pagaba, un jor-
nalero que se quedaba sin traba-
jo y no lo regresaban a su lugar 
de origen, el PAJA, acudía en su 
ayuda. 

En las zonas de expulsión y algu-
nos centros de atracción constru-
yeron las Unidades de Servicios 
Integrales, USI, que eran centros 
de acogida de jornaleros mien-
tras migraban o encontraban 
trabajo, allí se les daba un es-
pacio donde dormir y las comi-
das por cuotas de recuperación 
simbólicas.  

En 2012, cuando aún había cierta 
actividad del PAJA, el programa 

operaba en 21 entidades, ade-
más de las señaladas incorporó 
a Chihuahua, Tamaulipas, Hidal-
go, Nayarit, Guerrero, Oaxaca, 
Puebla, Morelos y Michoacán, 
y se quedaron en diagnóstico, 
Chiapas, Coahuila, Zacatecas y 
Colima, con 1,200 promotores 
sociales trabajando en campo. 

En 2017, desintegrada la red de 
promotores, apenas atendieron 
a 76,342 jornaleros, básicamen-
te con apoyo en el traslado de su 
lugar de origen a las zonas de 
atracción. 

Es cierto que inclusive en el apo-
yo para el traslado de jornaleros 
no había control, que operaba de 
forma simbólica el programa con 
296.48 millones de pesos, que 
casi no existía, pero la respuesta 
a las formas de operar del PAJA 
fue su desaparición, sin ninguna 
alternativa para su atención. 

En el perfil de beneficiarios de la 
Secretaría de Bienestar desapa-

reció la figura de asalariados y en 
su lugar le asignó a la Secretaría 
del Trabajo y Previsión Social 39 
millones de pesos para atender a 
los jornaleros.

Hay 1.5 millones de jornaleros 
migrantes de los cuales el 40% 
son indígenas. Los abusos se han 
vuelto una constante entre estos 
jornaleros migrantes, la indefen-
sión y maltrato son diarios y no 
hay respuesta para ellos. 

La Secretaría de Bienestar, an-
tes Sedesol, desapareció muchos 
programas, por las razones que 
sea, por el mal manejo, se dice, y 
en su lugar instrumentó nuevos 
programas donde cerca del 60% 
son transferencias en dinero que 
no combaten la pobreza.

Es cierto que el PAJA no fun-
cionaba, pero la respuesta de 
un gobierno justo era rehacer 
el programa y atender a los jor-
naleros, hijos olvidados del ré-
gimen. •

Durante el tránsito migratorio, principalmente en el caso de 

los indígenas, se presentaban muchos casos de violación 

de derechos de los jornaleros y sus familias. La carencia de 

actas de nacimiento, que los acreditara como ciudadanos 

mexicanos, propiciaba y propicia que con frecuencia se les 

niegue el acceso a determinados servicios públicos, haciéndoles 

más susceptibles a los abusos y despojos, situación que 

se agrava por el desconocimiento que sus derechos.

Se necesita un programa para este sector, uno de los más 
vulnerables de nuestra población.  Linnaea Mallette

Jornaleros y jornaleras: más solos y desprotegidos que nunca.
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Mitos y realidades 
sobre la violencia en 
los municipios rurales 

Francisco Robles Berlanga Maestro en Políticas Públicas 
Comparadas, Flacso

M
uchos han sido los 
esfuerzos orienta-
dos a estudiar el 
fenómeno de inse-
guridad y violencia 

que vive México. Sin embargo, 
tales denuedos analíticos han 
dejado de lado lo que sucede en 
el campo. 

Por ser una realidad compleja, la 
violencia rural demanda ser mi-
rada y analizada a partir de para-
digmas que ayuden a entender la 
manera en cómo se construye esa 
complejidad que, por el contexto 
en el que se da (estructuras-agen-
tes-dinámicas-interrelaciones), 
presenta una especificidad y 
composición propia. 

La diversidad es una parte de la 
complejidad social. Ni siquiera 
la violencia que se presenta en 
el campo es igual en todas sus 
regiones y municipios, varía, no 
solo, en cuanto a sus causas, ac-
tores, expresiones y efectos, sino 
también en cuanto al marco ins-
titucional y cultural en el que se 
construye y recrea. 

Resulta indispensable abordar 
con seriedad y profundidad la 
problemática de violencia rural. 
Hacerla visible permite estable-
cer las bases para la construcción 
de una política pública capaz de 
darle respuesta pertinente. 

Aunque es necesario contar con 
un análisis basado cifras delicti-

vas actuales, la información de-
lictiva correspondiente a 2017 
aporta indicios de lo que está 
pasando en el campo. De acuer-
do con ella:

a) En los municipios rurales se 
registra al menos una cuar-
ta parte de la violencia letal 
que afecta al país. En 2017, 
se registraron en ese ámbito 
6,731 muertes violentas, que 
representaron el 26.6% del 
total nacional. 

b) La violencia rural se concen-
tró en 1187 municipios, el 
57.3% de los 2072 municipios 
rurales existentes en el país, 
fenómeno que afectó -directa 
o indirectamente- a 33.2 mi-
llones de personas. 

c) En promedio la tasa de ho-
micidios dolosos en los mu-
nicipios rurales, es menor a la 
que registran los municipios 
urbanos. En 2017, los prime-
ros observaron una tasa 16.9 
homicidios intencionales por 

cada 100,000 habitantes, 
mientras que la tasa urbana 
fue de 22.2.

d) No sucede lo mismo con los 
municipios rurales que regis-
tran contextos de violencia, 
en cuyo caso las tasas son 
más elevadas que el prome-
dio observado para el campo. 
En estos municipios, la tasa 
se colocó en 20.3 homicidios 
dolosos por cada 100,000 ha-
bitantes, cerca del promedio 
nacional y 3.4 homicidios 
mayor al promedio rural.

e) Los datos indican que existe 
una correlación moderada-
mente alta (0.6946) entre el 
tamaño de la población mu-
nicipal y el número de homi-
cidios dolosos registrados. 

f) De igual forma, se observa una 
correlación menor y de signo 
negativo (-0.3682), entre el 
nivel de ruralidad y el núme-
ro de homicidios dolosos. De 
tal manera que, a mayor rura-
lidad es menor el número de 
homicidios registrados. 

g) Las correlaciones estadís-
ticas entre el tamaño de la 
población y entre el nivel de 
ruralidad con el número de 
homicidios dolosos muestran 
que la violencia es un fenóme-
no tendencialmente urbano, 
pero no únicamente urbano, 
también se encuentra en las 
zonas rurales, aunque su mag-
nitud es menor, no necesaria-
mente lo es su intensidad.

h) Entre más alta es la propor-
ción de la población indígena 
en la población municipal, 
la correlación con los homi-
cidios dolosos se vuelve in-
versa (-0.104), es decir: entre 
más indígena es el municipio 
menor es el número de homi-
cidios registrados.

i) La falta de correlación entre 
las variables población y ni-
vel de ruralidad con la tasa 
de homicidios dolosos indi-
ca que la violencia puede ser 
igualmente grave en los mu-
nicipios rurales como en los 
urbanos. 

j) A diferencia del llamado sen-
tido común que relaciona po-
breza y violencia, la evidencia 
indica que a mayor pobreza 
es menor la violencia letal 
registrada (-0.213).

Es común que la pobreza, la des-
igualdad y la marginación sean 
señaladas como las principales 
causas de la violencia delicti-
va. Sin embargo, los datos sobre 
homicidios dolosos recabados 
cuestionan el contenido de esta 
narrativa construida más sobre 
bases ideológicas que sobre rea-
lidades y evidencias. 

Relacionar la pobreza con la in-
seguridad es un postulado atrac-
tivo y poderoso para muchos que 
ven en él “la explicación” a uno 
de los graves problemas que en-
frenta el país. 

Es también un postulado falso, 
pues supone que los individuos 
en general y los pobres en par-
ticular son capaces de elegir un 
curso de acción que les permita 
maximizar el beneficio espera-
do; es decir, escoger entre man-
tener su status quo (aguantar 
vara), emigrar para huir de la 
violencia, con la carga de incer-
tidumbre que el desplazamiento 
conlleva o incorporarse a alguna 
actividad delictiva con beneficios 
inmediatos. La teoría de la elec-
ción racional supondría que esta 
última es la mejor opción.

Este razonamiento sobre el 
comportamiento humano pre-
supone que el objetivo único de 
las personas es buscar su pro-
pio beneficio: los individuos son 
concebidos como seres egoístas, 
carentes de capacidades para 
cooperar socialmente y ajenos 
a sus contextos proximales en 

los que interactúan, nada más 
equivocado. 

Por el contrario, los individuos 
son seres con motivaciones y 
emociones tamizadas por fac-
tores culturales idiosincráticos, 
así como por normas y principios 
que se adquieren en la familia y 
la comunidad, mismas que orien-
tan sus valoraciones y comporta-
mientos (Lara A., 2015: 7-26). De 
tal suerte que la pobreza no lleva 
directamente a la criminalidad 
ni tampoco la cancela. 

Las elecciones que toman los indi-
viduos (estrategias contingentes) 
se dan en un mundo con diversi-
dad de agentes, valores morales y 
situaciones, la manera en que es-
tos elementos se combinan, origi-
na o cancela las condiciones que 
inciden en la propensión de una 
persona a delinquir.

Aún más, la lógica de la elección 
racional lleva a construir solucio-
nes simples a problemas comple-
jos. Con ella, se hace caso omiso 
del papel que tienen en el com-
portamiento de los individuos las 
reglas institucionales, los atribu-
tos de la comunidad y los recur-
sos disponibles. Asociar pobreza 
con delincuencia, “sugiere una 
visión mecánica y lineal del mun-
do social; no deja espacio para la 
contingencia, la emergencia, la 
historia, el contexto, las agencias y 
la capacidad de reflexión humana”.

Finalmente, frente al postula-
do de que las carencias socioe-
conómicas son fuente u origen 
de la violencia, la política social, 
particularmente la de combate a 
la pobreza, es llamada a ser su 
solución, capaz de generar los 
incentivos suficientes para mo-
dificar el comportamiento de los 
sectores más desfavorecidos de 
la sociedad, evitando su involu-
cramiento en hechos delictivos 
por razones económicas. 

Suponiendo que ello sea cierto, 
el problema se centra entonces 
en la focalización y el contenido 
de la política social, toda vez que 
combatir la pobreza y reducir la 
inseguridad son dos objetivos de 
política pública diferentes, con 
especificidades propias, lo cual 
plantea un problema de diseño 
y concepción.

Al cruzar los datos de homici-
dios dolosos con los 1115 mu-
nicipios rurales que integran 
las Zonas de Atención Priorita-
ria (ZAP), encontramos que no 
existe un vínculo estadístico. 
No todos estos municipios se en-
cuentran entre los más afectados 
por la violencia delictiva, aunque 
sí tienen las mayores tasas de 
pobreza. De tal manera que, en-
tre mayor es el nivel de pobreza 
registrada en los municipios ru-
rales ZAP, menor es la incidencia 
de homicidios (-0.1877886) ob-
servados en ellos.  •

Relacionar la pobreza con la inseguridad 

es un postulado atractivo y poderoso para 

muchos que ven en él “la explicación” a 

uno de los graves problemas que enfrenta 

el país. Es también un postulado falso.

La diversidad es una parte de la complejidad social.


